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Resumen 

Se pretende ofrecer una exposición panorámica de los principales aspectos generales que ofrece la nueva Ley 

de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local, atendiendo al proceso de su elaboración parla-

mentaria y relacionándola, por una parte, con la Ley de Bases del Régimen Local de 1985, y, a su vez, con las 

leyes inmediatamente posteriores de sostenibilidad financiera y de unidad de mercado.
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Abstract

The aim of this article is to describe the main points of the new Law on Rationalization and Sustainability of 

local administration. The article studies the drafting process of the Law and connects it to the Basic Law on 

Local Government Law of 1985 and the immediate subsequent laws on financial sustainability and market unit.
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1. Introducción

1.1. Racionalización frente a reforma del ré-
gimen local

La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
del Régimen Local (en adelante LBRL) significó una de 
las aportaciones básicas de la organización territorial 
del Estado en el momento histórico en que acababa de 
configurarse el llamado “Estado de las Autonomías”. 
Precisamente –según su Preámbulo– se autoproclama-
ba como norma que “desarrolla la garantía constitu-
cional de la autonomía local, función ordinamental 
que, al estarle reservada o, lo que es igual, vedada a 
cualesquiera otras normas, presta a su posición en el 
ordenamiento en su conjunto una vis específica, no 
obstante su condición formal de Ley ordinaria”1. Su 
coincidencia histórica y paralelismo con la Carta Euro-
pea de Autonomía Local del año 1985 (aunque no fue 
ratificada por España hasta el 20 de enero de 1988) 
otorgó a la LBRL una aureola de prestigio, y señalaría 
un rumbo para futuros desarrollos de marcado carác-
ter descentralizador que fueron seguidos en las sucesi-
vas modificaciones parciales de aquella. Con todo, hay 
que advertir por su significación actual el hecho de que 
del texto de la LBRL quedaron excluidas cuestiones de 

tanta significación como la autonomía financiera (re-
gulada posteriormente por la Ley de Haciendas Locales 
de 1988 y más tarde por su Texto articulado de 2004) 
y autonomía en el gasto, que sería disciplinada por las 
sucesivas leyes presupuestarias generales y las primeras 
disposiciones de estabilidad presupuestaria, a partir de 
2002. Esta bipartición de materias –régimen local es-
tructural por un lado y sistema financiero y presupues-
tario por otro– puede haber sido causa de distorsiones 
dogmáticas y operativas que en estos momentos se 
hace necesario revisar y reconsiderar. 

Desde la perspectiva descentralizadora, la primera 
revisión parcial de calado de la LBRL tuvo lugar con la 
Ley 11/1999, de 21 de abril, en el marco del llamado 
“Pacto Local”, con el reforzamiento de las competen-
cias locales y en coordinación con las competencias de 
las comunidades autónomas2. La segunda gran reforma 
parcial de la LBRL cristalizó con la Ley 57/2003, de 16 de 
diciembre, de medidas para la modernización del go-
bierno local, en atención a los problemas de gestión 
para las grandes ciudades y municipios de gran pobla-
ción. Precisamente en la Exposición de Motivos de esta 
disposición, a modo de anuncio, se destacaba que “el 
objetivo último debe ser la elaboración de una nueva 
Ley de Bases de la Administración Local, que constituya 
un instrumento adecuado para que nuestros gobiernos 

1. Vid. L. Parejo alfonso, Garantía institucional y autonomías locales, IEAL, Madrid, 1981, y R. Gómez-ferrer morant, “Legis-
lación básica en materia de régimen local: relación con las leyes de las Comunidades Autónomas”, en R. Gómez-ferrer morant 
(dir.), La provincia en el sistema constitucional, Diputació de Barcelona/Civitas, Madrid, 1991, págs. 49 a 77.

2. Sobre las aspiraciones del llamado “Pacto Local”, vid. los estudios: El desarrollo del gobierno local (una aproximación 
doctrinal), MAP, Madrid, 1999, y A. J. sánchez sáez, Autonomía local y descentralización: su naturaleza política, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2008.

Sobre el Libro Blanco, vid. A. sánchez Blanco, “Modernización y gobernabilidad de las entidades locales: aportaciones insti-
tucionales y procedimentales del Libro Blanco sobre el Gobierno Local”, en Autonomías y organización territorial del Estado: 
presente y perspectivas de futuro, Ministerio de Justicia, 2006, págs. 413-428.
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locales afronten los complejos retos que les presentan 
los albores del siglo XXI, que necesitará un tiempo razo-
nable pero no dilatado de reflexión y discusión, nuestros 
gobiernos locales requieren, de forma inaplazable, la 
adopción de una serie de reformas tendentes a su racio-
nalización y modernización, que responde a necesida-
des ineludibles”. Obsérvese que, frente a la tradicional 
denominación de “régimen local”, hace aparición el 
término de “gobierno local” (precisamente el Estatuto 
de Cataluña de 2006 en sus artículos 83 a 94 regula el 
gobierno local), denominación que se mantiene hasta el 
año 2005, en que se publica el “Primer Borrador del Li-
bro Blanco para la Reforma del Gobierno Local en Espa-
ña”, documento que propone explorar las máximas po-
sibilidades de descentralización administrativa y de 
participación en el marco de dichos entes. Tras distintos 
borradores en el periodo 2005-2007, finalmente el Mi-
nisterio de Administraciones Públicas da publicidad ofi-
cial a un borrador de “Anteproyecto de Ley Básica del 
Gobierno y la Administración Local” (5 de febrero de 
2007). Dicho Anteproyecto, por razones políticas, sufre 
diversos vaivenes y paralizaciones, pero incluso a prime-
ros de 2011, por manifestaciones de los responsables 
políticos ante la FEMP, se sigue anunciando el propósito 
de llevar a cabo dicha reforma global del sistema.

La crisis económica y de la deuda pública, y la asun-
ción de los compromisos europeos de consolidación 
fiscal para combatirla, sobre la base de los principios de 
estabilidad y sostenibilidad financiera y la reforma 
constitucional de finales de 2011 (artículo 135 CE), van 
a dar al traste con el ambicioso proyecto. Como gráfi-
camente destacaría Robert skidelsky, miembro de la 
Cámara de los Lores, “Europa se encuentra perseguida 
por el fantasma de la deuda. Todos los líderes europeos 
se sienten abatidos ante esta situación. Para exorcizar 
a este demonio están sometiendo a sus economías a 
padecimientos” (“¿Cuán importante es la deuda?”, La 
Vanguardia, 26 de enero de 2012, pág. 17). A nivel 
general (Italia, Portugal, Francia, etc.), se inicia una se-

rie de reformas del régimen local y territorial, desde 
una perspectiva basada casi exclusivamente en el ma-
nejo del gasto público y de las finanzas públicas3; pers-
pectiva hasta cierto punto inédita en la Europa conti-
nental si exceptuamos los precedentes británicos de los 
años ochenta-noventa, así como los conflictos a que 
dio lugar4. En este contexto irrumpe la Ley 27/2013, de 
27 de diciembre, bajo la expresiva rúbrica de “raciona-
lización y sostenibilidad de la Administración Local” 
(en adelante LRSAL). De nuevo en el Preámbulo se insi-
núa o alude a que ha llegado el momento, después de 
casi transcurridos treinta años, de “someter a una revi-
sión profunda el conjunto de disposiciones relativas al 
completo estatuto jurídico de la Administración local”, 
propósito del cual la Ley sería solo una parcela, como 
se comprueba con el análisis de su contenido exclusi-
vamente jurídico-financiero, que contiene solo una 
concreta referencia a lo que se entiende estrictamente 
por gobierno local en las referencias que se hacen a las 
retribuciones de los cargos electos (artículo 75 bis). 
Esta nueva senda y sus avatares que emprende el régi-
men local, posiblemente le alejen del rumbo que se 
había iniciado en los primeros años del presente siglo. 

1.2. Tramitación parlamentaria de la Ley de 
racionalización y sostenibilidad de la Admi-
nistración Local (en adelante LRSAL) 

Las primeras referencias en los medios de comunica-
ción sobre la iniciación del proceso de revisión de la 
LBRL datan del mes de julio de 2012, al conocer el 
Consejo de Ministros un primer texto de Anteproyecto. 
A partir de ese momento se suceden una serie de ini-
ciativas, y en febrero de 2013 se dio a conocer un texto 
oficial del Anteproyecto, que entre otros mereció el 
tema central de la Asociación Española de Profesores 
de Derecho Administrativo en su VIII Congreso celebra-
do en Alicante los días 8 y 9 de febrero de 20135. El 

3. Vid. R. HertzoG, “La réforme des collectivités territoriales: une ambition financière”, en el número monográfico dedicado 
a “La réforme des collectivités territoriales” de la Revue Française d’Administration Publique, núm. 141, 2012, págs. 121 a 137, 
y M. Bouvier, “L’Autonomie financière locale à travers les crises”, en Revue Française de Finances Publiques, núm. 119, sep-
tiembre de 2012, págs. 7 a 11.

4. Sobre las reacciones creadas por la reforma y restricciones en el gasto público municipal emprendidas por M. Thatcher y 
su rectificación final, vid. su monografía Los años de Downing Street, El País Aguilar, 1993, págs. 547-559. Para un análisis 
doctrinal del sistema, la completa monografía de M. cuchillo foix, La reforma del régimen local en Inglaterra y Gales, IEAL, 
Madrid, 1987.

5. Vid. las Actas del Congreso en J. José díez sánchez (coord.), La planta del Gobierno local, AEPDA y Fundación Democracia 
y Gobierno Local, 2.ª Edición, 2013. Posteriormente la Asociación Española de Profesores de Derecho Administrativo emitió un 
informe (abril de 2013) sobre el Anteproyecto de Ley, a petición del INAP. Los autores del informe fueron los catedráticos y 
profesores de Derecho Administrativo T. font i llovet, E. carBonell Porras, M. almeida cerreda y M. Bassols coma (coord.).
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Consejo de Estado, con fecha de 26 de junio de 2013, 
emitió un completo y documentado Dictamen6 sobre 
el texto aprobado por el Gobierno, formulando dos 
observaciones capitales en el orden general, a las que 
conviene hacer referencia para valorar el alcance de la 
actual LRSAL. La primera hace referencia al alcance de 
la pieza básica del llamado “coste estándar” de los 
servicios, que se proyectaba en varios artículos con 
consecuencias muy intensas. Para el Consejo de Esta-
do esta técnica reduce “en exceso el ámbito compe-
tencial que integra el núcleo esencial de esta autono-
mía constitucionalmente garantizada. Y ello porque 
la efectividad de tal autonomía queda subordinada al 
cumplimiento de unos requisitos que al margen de no 
haber quedado adecuadamente definidos en el texto 
en proyecto no deberían producir el efecto condicio-
nante que se les atribuye que, en última instancia, 
puede llegar a suponer una atribución en precario a 
los Municipios de su autonomía”. En la segunda ob-
servación, de carácter dogmático, el Consejo descar-
taba la invocación como fundamento constitucional 
del Anteproyecto del artículo 149.1.13 CE (bases y 
coordinación de la planificación de la actividad eco-
nómica), por entender que el objeto del mismo, a pe-
sar de las constantes alusiones a la sostenibilidad pre-
supuestaria y financiera, no hacía referencia a la 
regulación de un concreto sector económico. La pri-
mera de las observaciones determinaría una profunda 
revisión del Anteproyecto que, una vez ultimada, se 
remitió al Congreso de los Diputados, publicándose 
su texto en el BOCG. Congreso, Serie A, núm. 58, del 
día 6 de septiembre de 2013. 

Ya en el Congreso de los Diputados (BOCG. Con-
greso, Serie A, núm. 58-2, de 30 de octubre) se pre-
sentaron 10 enmiendas a la totalidad en su modalidad 
de devolución: 5 del Grupo Mixto (suscritas cada una 
de ellas por distintos diputados) y una por cada uno de 
los siguientes grupos: Izquierda Plural; Vasco; Conver-
gència i Unió; Unión Progreso y Democracia; y Socialis-
ta. Algunos de los escritos de estas enmiendas presen-
taban una gran calidad técnica en sus análisis, que 
revelaban una inspiración netamente académica que, 
desgraciadamente, no tuvo continuidad en el debate 
oral de los portavoces, que se limitaron a meros repro-
ches mutuos y a polémicas partidistas sin relación con 

los temas de fondo. Todas estas enmiendas de devolu-
ción –salvo la del Grupo Vasco, que fue retirada al ha-
ber alcanzado un pacto sobre reconocimiento de las 
especialidades forales con el Grupo Popular– fueron 
desestimadas en el debate de totalidad (DSCD. Pleno, 
núm. 148, del día 17 de octubre de 2013, págs. 63 a 
91). En el discurso de defensa del Proyecto ante el Ple-
no de la Cámara, el ministro de Hacienda y Administra-
ciones Públicas, después de manifestar que el conjunto 
de las Administraciones Públicas cerró el ejercicio de 
2012 con un déficit del 2,2 % inferior al de 2011, sien-
do el de 2012 del 6,84 % del PIB y el de 2011 del  
9,07 % del PIB, sorprendentemente afirmó que “cada 
uno de los subsectores de las Administraciones Públicas 
han realizado un importante esfuerzo de consolidación 
presupuestaria, pero de todos ellos es el de las corpora-
ciones locales el único –y subrayo el único– que ha li-
quidado sus Presupuestos Generales de 2012 con supe-
rávit que al final se ha concretado en el 0,22 del PIB, 
mejorando sustancialmente su objetivo de estabilidad 
que para el año pasado fue de menos del 0,3 % del PIB 
y logrando una reducción respecto del déficit de 2011, 
que había alcanzado el 0,39 % del PIB”. Estos datos 
reforzaron los argumentos críticos en torno a la conve-
niencia y utilidad del Proyecto de Ley en discusión, a lo 
que respondería el representante del Grupo Popular 
(Matarí Sáez): “Es cierto, como han dicho algunos por-
tavoces, que las entidades locales no son ahora mismo 
el problema del endeudamiento público, pero, seño-
rías, el modelo municipal español no sería sostenible si 
no hacemos nada. Por muchas críticas que se quieran 
hacer –la mayoría infundadas como demostraré– esta 
es una reforma para clarificar competencias para que 
cada Administración haga lo que tiene que hacer y lo 
haga con la financiación garantizada; una reforma 
para asegurar los servicios públicos a los ciudadanos, 
vivan donde vivan; una reforma para que la Adminis-
tración local sea más eficaz y sea más transparente”. Al 
articulado del Proyecto se presentaron 474 escritos de 
enmiendas, de las cuales solo se admitieron diez, para 
introducir aspectos puntuales.

En el Senado se presentaron 7 propuestas de veto de 
distintos senadores, que fueron rechazadas, y 447 en-
miendas al articulado del Proyecto de Ley. En el seno de 
la Ponencia y de la Comisión de Entidades Locales 

6. El Dictamen del Consejo de Estado puede consultarse en la documentación del Anteproyecto y, en especial, en el Dossier 
X-43 de la Dirección de Documentación, Biblioteca y Archivo del Congreso de los Diputados (2 vols.). Para una exposición 
general y práctica, vid. J. José saura Quiles, Manual de Estabilidad Presupuestaria, Endeudamiento Financiero y Morosidad de 
las Entidades Locales, Fundación Asesores Legales, Málaga, 2013.
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(BOCG. Senado, núm. 284, del día 12 de diciembre de 
2013), se introdujeron solo las enmiendas aportadas por 
el Grupo Parlamentario Popular en el Senado (números 
421 a 447), que dieron lugar a la introducción en el 
texto de modificaciones parciales y técnicas, y sobre 
todo a la regulación de situaciones de derecho transito-
rio respecto a la entrada en vigor de determinadas me-
didas y disposiciones de índole financiera que, en su 
caso, se comentan al hilo de la exposición de determina-
dos preceptos. Merece adelantarse, sin embargo, que 
entre las modificaciones más significativas del debate en 
la Comisión figuran finalmente la introducción del con-
sentimiento o conformidad municipal para la coordina-
ción por la diputación en la prestación de los servicios 
mínimos por los municipios de menos de 20 000 habi-
tantes (artículo 26), y la introducción en el último mo-
mento de una disposición final cuarta sobre posibilidad 
de los municipios con patrimonio municipal del suelo de 
destinarlo a reducir deuda comercial y financiera del 
ayuntamiento, sobre la base de la justificación de instru-
mento de reducir deuda “en un momento de paraliza-
ción del mercado inmobiliario y de un amplísimo parque 
de viviendas pendientes de venta y precios reducidos”. 
Finalmente, el Congreso de los Diputados (DSCD. Pleno, 
núm. 168, del día 19 de diciembre) aprobaría las en-
miendas aceptadas por el Senado, promulgándose la 
Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y 
sostenibilidad de la Administración Local, y publicándo-
se en el BOE del día 30 de diciembre de 2013. 

1.3. Estructura normativa de la LRSAL 

Desde el punto de vista de la estructura normativa, la 
LRSAL se presenta como una modificación parcial de la 
LBRL (artículo primero) en determinados artículos, con 
la adición de la fórmula de artículos bis o ter respecto a 
la redacción inicial, modificando también algunas dis-
posiciones adicionales y añadiendo una nueva disposi-
ción adicional decimosexta a dicha Ley. Pero al propio 
tiempo se modifica parcialmente (artículo segundo) el 
Texto Refundido de la LHL (Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo), concretamente añadiendo un 
nuevo artículo 193 bis, modificando los artículos 213 y 
218 y la disposición adicional octava, y añadiendo una 
nueva disposición adicional decimoquinta. A partir de 
este momento la congruencia sistemática de la LRSAL 
desaparece y entra en un laberinto de diecisiete dispo-
siciones adicionales y once disposiciones transitorias, 
que lo mismo se pueden conexionar con materias de la 

LBRL o del TRLHL que ser innovadoras. Esta observación 
es importante a efectos interpretativos, por cuanto su 
inclusión en estas leyes básicas no puede otorgarles per 
se dicha condición, sino que habrá que matizar si mate-
rialmente lo son o no; cabe aventurar que las de carác-
ter transitorio difícilmente pueden calificarse de bási-
cas. Por último, se incluyen cuatro disposiciones finales 
que modifican leyes independientes de la LBRL (Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, Ley del Suelo y 
Ley de Economía Sostenible), salvo la primera, que 
afecta a las Disposiciones Legales vigentes en materia 
de Régimen Local (Real Decreto Legislativo 781/1986).

Todas estas consideraciones formales permiten 
concluir que desde el punto de vista de la técnica nor-
mativa la Ley es claramente censurable, induce a con-
fusión por el despliegue de preceptos nuevos y adicio-
nales que plantean al estudioso no solo problemas de 
conexión para su simple lectura, sino de graves cues-
tiones interpretativas si se pretende integrarlos en sus 
textos originales y deducir sus últimas consecuencias. 
Hubiese sido recomendable que la LRSAL hubiese con-
tenido una delegación legislativa para publicar sendos 
textos refundidos de la LBRL y LHL, con habilitación 
para armonizar y aclarar preceptos.

Es manifiesto que el estudio del régimen local y su 
revisión exigen en última instancia la concurrencia de 
valoraciones históricas, institucionales, sociológicas, de 
jurisprudencia constitucional y de derecho comparado, 
así como de relaciones o conexiones con otras Admi-
nistraciones Públicas. En la presente ocasión debemos 
limitarnos a un análisis y sistematización de los princi-
pales capítulos de la LRSAL, desde una óptica mera-
mente de la hermenéutica normativa. Cuestiones bási-
cas como el régimen local de las comunidades 
autónomas y sus estatutos, el régimen de las compe-
tencias autonómicas sobre régimen local, el sistema de 
regímenes especiales forales o de municipios de gran-
des ciudades, y demás especialidades, deberán ser ob-
jeto de futuras investigaciones.

2. Proyección de los principios de estabilidad 
y sostenibilidad en la racionalización de la 
Administración local

2.1. Incidencia en el texto de la LRSAL

La reforma constitucional de 27 de septiembre de 
2011 afectó exclusivamente al artículo 135 de la Cons-
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titución, sentando el principio de que “Todas las Admi-
nistraciones Públicas adecuarán sus actuaciones al 
principio de estabilidad presupuestaria”. El nuevo artí-
culo constitucional proyecta sus determinaciones a las 
Administraciones Públicas en general, tanto del Estado 
como de las comunidades autónomas, con la única 
mención específica de las entidades locales, vinculán-
dolas a que “deberán presentar equilibrio presupues-
tario”, en contraste con el Estado y las comunidades 
autónomas, para los que una ley orgánica deberá fijar 
“el déficit estructural máximo permitido”, y que para 
emitir deuda pública habrán de estar autorizados por 
ley. De la lectura superficial de los distintos apartados 
del referido artículo constitucional parecería despren-
derse que, para la Administración local, la incidencia 
en la futura ley orgánica de desarrollo del precepto 
constitucional afectaría solo directamente a las respon-
sabilidades en caso de incumplimiento de los objetivos 
de estabilidad presupuestaria, e indirectamente a la 
distribución de los límites de déficit y de deuda entre 
las distintas Administraciones Públicas. Paralelamente 
a nuestra reforma constitucional, en el seno de la 
Unión Europea se aprobaban modificaciones impor-
tantes en los reglamentos comunitarios sobre estabili-
dad y sistema de cuentas, que culminarían en marzo 
de 2012 con la aprobación del Tratado de Estabilidad, 
Coordinación y Gobernanza en la Unión Europea, que 
exigía una adaptación continua y automática a la nue-
va normativa europea, en constante evolución. Todo 
ello explica que la ley orgánica prevista en la Constitu-
ción no se limitara a un mero desarrollo instrumental, 
sino que tuviera un carácter expansivo y abierto con 
vistas al horizonte europeo. A pesar del rango y rigidez 
de una ley orgánica, la primitiva 2/2012, de 27 de abril, 
se ha visto modificada parcialmente por la 4/2012, de 
28 de septiembre, y por la 9/2013, de 20 de diciembre. 

En efecto, la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 
no se limitó a la institucionalización del principio consti-
tucional de la estabilidad presupuestaria (la situación de 
equilibrio o superávit estructural de las Administra- 
ciones Públicas), sino que introdujo el principio de sos-
tenibilidad financiera como principio rector de la actua-
ción económico-financiera de todas las Administracio-
nes Públicas; con ello, según el Preámbulo de la Ley 
Orgánica, “se pretende reforzar la idea de estabilidad, 
no solo en un momento coyuntural, sino con carácter 
permanente, lo que contribuirá a preparar el camino 
para los retos a los que nuestro sistema de bienestar se 
enfrenta a medio y largo plazo”. En su primera formu-
lación se entendía por sostenibilidad financiera: “la ca-

pacidad para financiar compromisos de gasto presentes 
y futuros dentro de los límites de déficit y deuda públi-
ca, conforme a lo establecido en esta Ley y en la norma-
tiva europea” (artículo 4.2). Transcurridos menos de 
dos años, la nueva Ley Orgánica 9/2013, de 20 de di-
ciembre, de control de la deuda comercial en el sector 
público, nos ofrece una nueva definición expansiva del 
principio de la sostenibilidad financiera, como “la capa-
cidad para financiar compromisos de gasto presentes y 
futuros dentro de los límites de déficit, deuda pública y 
morosidad de deuda comercial conforme a lo estableci-
do en esta Ley, la normativa sobre morosidad y en la 
normativa europea” (nuevo artículo 4), especificando al 
mismo tiempo que se entiende que existe sostenibili-
dad de la deuda comercial “cuando el periodo medio 
de pago a los proveedores no supere el plazo máximo 
previsto en la normativa sobre morosidad”.

Esta nueva legislación de estabilidad presupuesta-
ria y sostenibilidad financiera se mueve estrictamente 
en el ámbito del derecho financiero y del gasto públi-
co, adoptando medidas de carácter macroeconómico 
(fijación de objetivos de estabilidad presupuestaria, 
déficit admisible, regla de gasto en relación con el PIB, 
emisión y pago de deuda pública, morosidad, etc.) y 
acudiendo a distintas técnicas de seguimiento y con-
trol adecuadas a dichos objetivos y a las entidades lo-
cales: medidas de prevención, advertencias de incum-
plimiento, medidas correctivas mediante la imposición 
de planes económico-financieros y planes de reequili-
brio, para reconducir las desviaciones observadas en 
las distintas actuaciones administrativas, y, en su caso, 
imposición de medidas coercitivas por incumplimiento 
de dichos planes. En el caso del incumplimiento de los 
referidos planes, la autoridad de fiscalización puede 
imponer la no disponibilidad de créditos y retención 
de los mismos, constitución de depósitos en el Banco 
de España, y, en su caso, podrá acordarse el envío de 
una “comisión de expertos para valorar la situación 
económico-presupuestaria de la Administración afec-
tada” (artículo 25). Para las corporaciones locales dis-
pone el artículo 26 que, en el caso de no procederse a 
la constitución de depósitos o de no atender a las re-
comendaciones de la comisión de expertos, el Gobier-
no o en su caso la comunidad autónoma requerirá al 
presidente de la corporación local para su cumpli-
miento forzoso; la persistencia en el incumplimiento 
podrá considerarse como gestión gravemente dañosa 
a los intereses generales, y, en su caso, podrá acordar-
se la disolución de los órganos de la corporación in-
cumplidora. 
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De la apretada síntesis del contenido de las leyes 
vigentes de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera, cabe preguntarse qué incidencia o reflejo 
tienen en el marco de la LRSAL, y, en consecuencia, en 
la nueva versión de la LBRL. A nivel jurídico–formal po-
dría contestarse que su influencia es mínima y posible-
mente articulada con una técnica jurídica defectuosa, 
en la medida en que los diversos artículos afectados se 
limitan a remisiones informativas, bien con simples re-
ferencias genéricas a la normativa o legislación de es-
tabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera (ar-
tículos 2.1, 10.3 y 4, y 27.1), o bien con remisiones 
genéricas y en algunos casos específicas a determina-
dos artículos de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril 
(24 bis, 75 bis, 85 bis, etc.), que por cierto, como he-
mos advertido, ha sido ya modificada por leyes orgáni-
cas posteriores así como proclamaciones a nivel de 
simples principios (disposición adicional tercera sobre 
competencias autonómicas en materia de régimen lo-
cal). El único desarrollo concreto de un precepto de la 
Ley Orgánica 2/2012 se contiene en el artículo 116 bis, 
que adiciona al artículo 21 de la referida Ley Orgánica 
medidas complementarias que pueden comportar su-
presión de competencias, propuesta de fusión de mu-
nicipios colindantes, o gestión integrada o coordinada.

La explicación de este laconismo estriba en que las 
normas estrictamente económico-financieras de las re-
feridas leyes orgánicas, aplicadas a una red administra-
tiva tan amplia como la planta local, de más de 8117 
municipios (grandes, medianos y pequeños), resultan 
insuficientes para alcanzar sus objetivos macroeconó-
micos sin el complemento de lo que la propia Ley pre-
tende ser portadora, de una racionalización de la Ad-
ministración local que coadyuve a una mejor eficacia y 
eficiencia en el gasto público, lo que a su vez contribui-
rá indirectamente a la consecución de dichos objetivos 
macroeconómicos. La Ley no nos define lo que entien-
de por racionalización, concepto propio de la Ciencia 
de la Administración que se resiste a una concreción 
conceptual jurídica, aun cuando, por ejemplo, la Ley 
2/2010, de 11 de marzo, de Castilla y León, aventura 
una definición normativa como un “proceso integral y 
continuo, para conseguir la optimización de su organi-
zación y de los recursos humanos”. El Preámbulo de la 
LRSAL da algunas pistas en orden al alcance de este 
concepto de racionalización como proceso de corregir 
la disfuncionalidad del modelo competencial en su re-

lación con las Haciendas locales; revisión del conjunto 
de entidades instrumentales del sector público local; 
aumento de la eficacia y eficiencia de los servicios loca-
les; control económico–presupuestario más riguroso; 
generalización de técnicas como la auditoría de cuen-
tas; mayor transparencia en la información económi- 
co-financiera de las entidades locales para contribuir a 
la toma de decisiones por parte de los cargos electos; 
evitar duplicidades en el ejercicio de las competencias; 
racionalización de estructuras sobredimensionadas; 
garantizar la estabilidad presupuestaria, y, en general, 
cumplimiento de los requisitos exigidos por la Unión 
Europea. En definitiva, por racionalización debemos 
interpretar un ramillete de objetivos que pretenden 
contribuir a configurar una Administración más eficaz 
y eficiente, a través de una serie de técnicas jurídicas y 
financieras que no entrañan propiamente una reforma 
administrativa, pero sí vienen a sancionar –en frase 
muy expresiva de S. Cassese7– que el derecho adminis-
trativo ha tardado en darse cuenta de la importancia 
de la Hacienda respecto de la Administración, y del 
triunfo de la Hacienda sobre la Administración: “la Ha-
cienda, al igual que no es un instrumento neutral para 
la economía, tampoco lo es para la Administración. En 
primer lugar, porque el ordenamiento financiero repre-
senta la medida efectiva de la función (administrati-
va)”. En torno a estas reflexiones sistematizaremos los 
distintos aspectos relevantes de la LRSAL.

2.2. Las entidades locales ante la nueva Au-
toridad Independiente de Responsabilidad 
Fiscal: la evaluación del cumplimiento de ob-
jetivos de estabilidad y sostenibilidad

La puesta en marcha de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 
de abril, de Estabilidad Presupuestaria, dio lugar inme-
diatamente a la imposición de una serie de obligacio-
nes de suministro de información de todas las Adminis-
traciones Públicas al Ministerio de Hacienda, a efectos 
de mejorar la cantidad y calidad de la información, 
hacerla más comparable y fiable, y que contribuya “a 
la rendición de cuentas y a un mejor control de la ges-
tión pública” [Orden Ministerial HAP/2105/2012, de 1 
de octubre (BOE de 5 de octubre)]. En el capítulo IV 
(artículos 15 a 17) de dicha Orden, se detallan las series 
y los periodos (mensuales, trimestrales y anuales) en 

7. S. Cassese, Las bases del derecho administrativo, MAP, Madrid, 1994, pág. 177.
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que los entes locales deben elevar al Ministerio de Ha-
cienda y Administraciones Públicas la abrumadora do-
cumentación a remitir sobre toda su gestión presu-
puestaria y de gasto público, al tiempo que el artículo 
18.2 enumera los datos e informes que sobre dichos 
entes locales deben figurar publicados en la web del 
Ministerio. Obviamente, el manejo y la explotación de 
esta documentación en manos exclusivamente de un 
Departamento ministerial responsable de la aplicación, 
ejecución y fiscalización de las medidas de estabilidad 
y gasto y deuda públicos, puede generar dudas sobre 
su imparcialidad y objetividad. Para la racionalización 
de la explotación de la información y documentación 
financiera, por la Ley Orgánica 6/2013, de 14 de no-
viembre (BOE de 15 de noviembre), se ha creado la 
Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal, 
que si bien, por razones temporales, no ha sido objeto 
de referencia en la LRSAL, va a tener una importante 
repercusión en la fase de aplicación a los entes locales. 

El artículo 2 de la LOAIRF determina que la finalidad 
de la Autoridad es la de “garantizar el cumplimiento 
efectivo por las Administraciones Públicas del principio 
de estabilidad presupuestaria previsto en el artículo 
135 de la Constitución Española, mediante la evalua-
ción continua del ciclo presupuestario, del endeuda-
miento público, y el análisis de las previsiones econó-
micas”. Su actividad se proyecta sobre todo el territorio 
nacional “de forma única y exclusiva” y con respecto a 
todos los sujetos integrantes del sector público. Para el 
cumplimiento de estos objetivos, las distintas Adminis-
traciones Públicas están obligadas a facilitar la infor-
mación económico-financiera requerida por la Autori-
dad, que deberá remitirse en el plazo que esta señale, 
bajo pena de imposición de las sanciones previstas en 
la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria, signifi-
cándose –a la vista del cúmulo que puede suponer esta 
información– que “En la determinación de dicho plazo 
deberá tenerse en cuenta el volumen y la complejidad 
de la información requerida”. Las actuaciones de la 
Autoridad se estructuran en informes (en caso de apar-
tarse de sus recomendaciones, la Administración co-
rrespondiente deberá motivarlo en el expediente e in-
corporará el texto de dicho informe), opiniones (las 
Administraciones pueden apartarse de las mismas, sin 
necesidad de motivación) y estudios (a petición del Go-
bierno, del Consejo de Política Fiscal y Financiera, de la 
Comisión Nacional de la Administración Local, y tam-
bién previa solicitud de las entidades locales).

Obviamente, la función más relevante de la Autori-
dad se materializa en la emisión de los informes sobre 

las siguientes cuestiones: previsiones macroeconómicas 
que se incorporarán en todos los proyectos de los presu-
puestos o programas de estabilidad de todas las Admi-
nistraciones Públicas, y que deberán tenerse en cuenta 
en las previsiones definitivas; metodología para calcular 
las previsiones tendenciales de ingresos y gastos y para 
la tasa de referencia; proyecto de Programa de Estabili-
dad; cumplimiento de los objetivos de estabilidad presu-
puestaria y deuda pública del ejercicio en curso así como 
de la regla de gasto de todas las Administraciones Públi-
cas; líneas fundamentales de presupuestos de las Admi-
nistraciones Públicas; y aplicación de los mecanismos de 
corrección previstos en la Ley de Estabilidad Presupues-
taria, y su aplicación por las Administraciones de tutela 
sobre los entes locales. En el marco de las opiniones, 
podrán emitirse sobre el seguimiento de la información 
sobre la ejecución presupuestaria de todas las Adminis-
traciones Públicas, en relación con el cumplimiento de 
los objetivos de estabilidad presupuestaria, de deuda 
pública o de la regla de gasto. Finalmente, la Ley crea un 
Comité Técnico de Cuentas Nacionales, que podrá efec-
tuar “actuaciones directamente encaminadas a la verifi-
cación y contraste de la información suministrada por 
las unidades institucionales pertenecientes a los subsec-
tores de Comunidades Autónomas y Corporaciones Lo-
cales, clasificadas de acuerdo a los criterios del Sistema 
Europeo de Cuentas”.

Como puede observarse de esta apretada síntesis 
de la función de la Autoridad, los entes locales podrán 
elaborar su presupuesto, gasto y deuda pública con un 
marco informativo de referencia macroeconómico del 
que hasta ahora no disponían; pero no cabe duda tam-
poco de que la Autoridad, en base a la información 
recogida, podrá convertirse en un auxiliar más objetivo 
para que la Administración del Estado pueda hacer un 
seguimiento del presupuesto, gasto y deuda pública de 
la Administración local, cuya autonomía en estos ám-
bitos ha sido objeto de un intenso recorte por la legis-
lación de estabilidad presupuestaria hasta alcanzar co-
tas anteriormente desconocidas, incluso en etapas 
preconstitucionales.

3. Reordenación del sistema de competen-
cias de los entes locales: la problemática de 
las llamadas “competencias impropias”

En el marco del proceso de racionalización propuesto 
por la nueva Ley, destaca en primer lugar lo que el 
Preámbulo califica como el “objetivo de clarificar las 
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competencias locales y avanzar en el principio ‘una Ad-
ministración una competencia’, se trata de evitar los 
problemas de solapamientos competenciales entre Ad-
ministraciones hasta ahora existentes”. Pues se estima 
que la falta de claridad crea disfunciones: difumina la 
responsabilidad de los Gobiernos locales; confunde los 
ámbitos competenciales propios de otras Administra-
ciones; desconcierta a los ciudadanos; afecta a la sos-
tenibilidad financiera; da lugar a duplicidades, etc. Evi-
dentemente, estas disfunciones pueden ser objeto de 
corrección a través de relaciones interadministrativas, 
mejorando y actualizando sus técnicas jurídicas, pero 
postular el principio de “una Administración una com-
petencia” es una quimera inalcanzable; como advierte 
S. Cassese8, “es una obra vana el definir de una vez 
por todas las articulaciones de las funciones y distin-
guir las que son propias de una Administración y de 
otra” en todo sistema administrativo, en que la dimen-
sión de los intereses locales está siempre presente en 
las funciones administrativas desde su proyección terri-
torial. Además, este principio choca frontalmente con 
el espíritu inicial de la LBRL, que partía de supuestos 
completamente distintos y de interrelaciones compe-
tenciales, y que posteriormente los estatutos de auto-
nomía sobre régimen local han potenciado. Si bien la 
LBRL surgió en el momento de configuración del Esta-
do Autonómico hace casi treinta años, posiblemente la 
ordenación de las competencias locales precise de una 
reordenación, pero parece que debería abordarse en el 
conjunto del modelo del Estado de las Autonomías.

Con independencia de apriorismos, lo cierto es que 
la racionalización que postula la Ley toma como funda-
mento o motivo principal la cuestión de las llamadas 
“competencias impropias” que dan lugar al llamado 
“gasto impropio”, con las consiguientes duplicidades 
en la prestación de servicios, o a la prestación de los 
mismos sin título habilitante. En la memoria que acom-
pañaba al Proyecto de Ley de la LRSAL que el Gobierno 
remitió al Congreso de los Diputados, se contenía un 
minucioso estudio y análisis de las competencias califi-
cadas de “impropias” que habían asumido los entes 
locales, y que abarcaban los siguientes campos: activi-
dades y proyectos culturales, promoción económica 
(desde la creación de infraestructuras empresariales al 

fomento de la internacionalización de la economía lo-
cal), juventud, turismo, vivienda, empleo, educación, y 
en especial servicios sociales y salud pública. En base a 
este cuadro, la memoria9 detalla que en el periodo 
2003-2007, según un estudio de la Federación Espa-
ñola de Municipios y Provincias, los municipios liquida-
ron un volumen de gasto no obligatorio de 259,67 
euros por habitante, lo que supone el 25,8 % del total 
del gasto liquidado; en 2007 la cuantía del gasto no 
obligatorio podría cifrarse en 12 000 millones de euros 
en términos relativos; y en el año 2009, los gastos im-
propios se estimaron en una horquilla comprendida 
entre el 9 % y el 15 %, lo que representaría, si se eli-
minasen, un ahorro monetario situado entre 5166 y  
87 898 millones de euros. Evidentemente, estos datos 
cuantitativamente son relevantes, y pueden ser suscep-
tibles de crítica desde el punto de vista del déficit y de 
la deuda pública, pero si exceptuamos los casos claros 
y manifiestos de duplicidades, lo cierto es que atendían 
unas necesidades sociales que otra Administración no 
atendía debidamente o simplemente ignoraba, lo cual 
precisamente no se toma en consideración en los aná-
lisis y estudios referidos. La solución propuesta final-
mente por la LRSAL es ofrecer un cuadro de remodela-
ción de las distintas competencias, y optar por un 
régimen transitorio y futuro de asunción de las compe-
tencias más sensibles en educación, salud y servicios 
sociales por las comunidades autónomas (disposición 
adicional decimoquinta y disposiciones transitorias pri-
mera y segunda). 

Tras estas consideraciones iniciales, podemos siste-
matizar las principales novedades que presenta la nue-
va Ley en función de este objetivo economicista deter-
minado por la reducción al máximo de las competencias 
impropias:

– Del artículo 2, al definirse la capacidad general de 
los entes locales para la efectividad de la autonomía, y 
referirse a los principios que deben informar las carac-
terísticas de la actividad pública y a la capacidad de 
gestión de la entidad local, desaparece la referencia al 
principio de “máxima proximidad”, quedando reduci-
do a simple “proximidad”. Al propio tiempo, se le adi-
cionan dos nuevos principios estimativos o delimitado-
res: a) eficacia y eficiencia; y b) estricta sujeción a la 

8. S. Cassese, op. cit., pág. 237.
9. Sobre la memoria, vid. Dossier X-43 citado en la nota 6. Además, A. fernández díaz, “Estabilidad presupuestaria y enti-

dades locales: una visión de conjunto”, en Revista Española de Control Externo, 2009, págs. 89-110, y J. vila i vila, “El endeu-
damiento de los municipios ¿Una cuestión de comportamiento político?”, en Presupuesto y Gasto Público, 66/2012, págs. 
199-215.
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normativa de estabilidad presupuestaria y sostenibili-
dad financiera.

– El artículo 25.1 LBRL originario, al definir genéri-
camente las competencias de los municipios, declara-
ba que “puede promover toda clase de actividades y 
prestar cuantos servicios públicos contribuyan […]”. En 
la nueva redacción desaparecen las referencias “toda 
clase” y “cuantos”, referidas a los servicios públicos; 
modificaciones que anuncian o expresan una restric-
ción o limitación frente a la idea de generalidad o uni-
versalidad. Inmediatamente se comprueba en los apar-
tados siguientes del mismo artículo esta idea, que pre-
tende desterrar la incondicionalidad, al relacionar el 
elenco de las competencias calificadas como propias. 
Por cierto, la calificación de “propias” no figuraba en 
la redacción primitiva del artículo 25.1, sino que debía 
deducirse precisamente de los artículos 7.1, como dis-
tintas de las atribuidas por delegación, y 28, que las 
contraponía a las llamadas “complementarias”.

– Con carácter general, tanto para los municipios 
como para las demás entidades locales, el artículo 7.2, 
al enunciar las competencias propias, precisa que “solo 
podrán ser determinadas por Ley” –lo que implica una 
referencia a las leyes tanto del Estado como de las co-
munidades autónomas, e incluso, en su caso, a los es-
tatutos de autonomía, que tienen el rango de ley orgá-
nica–, pero “atendiendo siempre a la debida coordina-
ción en su programación y ejecución con las demás 
Administraciones Públicas”. Dado que el variado elenco 
de materias relacionadas en la nueva versión del artícu-
lo 25 es muy amplio, y puede implicar el ejercicio de 
potestades regulatorias pero también prestacionales, 
en los apartados 3 a 5 se señalan una serie de condicio-
namientos que, a excepción del principio de descentra-
lización y garantía de no atribución simultánea de la 
misma competencia a otra Administración Pública 
(apartado 5), habrá que interpretar que solo se refieren 
a la “implantación de servicios locales”, como son los 
de “eficiencia, estabilidad y sostenibilidad financiera”.

– A mayor abundamiento se precisa que la Ley a 
que se refiere el apartado anterior deberá ir acompaña-
da de una memoria económica, que refleje el impacto 
sobre los recursos financieros de las Administraciones 
afectadas y el cumplimiento de los principios de estabi-
lidad, sostenibilidad financiera y eficiencia del servicio o 
la actividad. Al tiempo, la Ley deberá prever la dotación 
de los recursos necesarios para asegurar la suficiencia 
financiera de las entidades locales, sin que ello pueda 
“conllevar, en ningún caso, un mayor gasto de las Ad-
ministraciones Públicas”. Entendemos que estos condi-

cionamientos solo pueden tener relevancia cuando se 
trate del ejercicio de competencias que comporten la 
creación, instalación o implantación de servicios de ges-
tión específicos, precisados de un gasto o financiación 
ad hoc, pues en caso contrario sería inviable una justifi-
cación de tal naturaleza en relación con la realización 
de cada una de las regulaciones, reglamentaciones, pla-
nificaciones, sanciones, inspecciones, autorizaciones, 
etc., que además tienen ya su cobertura con la financia-
ción genérica. En efecto, la aplicación de estos criterios 
para toda modalidad de competencias en bloque para 
cada ley en singular se presenta como muy difícil; basta 
imaginar una ley de urbanismo o de medio ambiente 
que tuviere que justificar a nivel estatal o autonómico, 
para cada tipo o gama de actuación de la competencia 
municipal, la concurrencia de estos criterios. Por eso 
consideramos que ello debe reservarse para aquellos 
supuestos en que la competencia municipal se concrete 
en la implantación o gestión de específicos servicios or-
dinarios o públicos, con sus correspondientes infraes-
tructuras o equipamientos. Como último requisito, el 
apartado 4 exige que, cuando la Ley determine la com-
petencia propia, se acompañará “de un informe del 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas en 
el que se acrediten los criterios antes señalados”. Para 
las atribuciones mediante Ley autonómica, será el orde-
namiento jurídico de la comunidad autónoma el que 
determine el instrumento para acreditar esta concu-
rrencia. En los supuestos de legislación concurrente es-
tatal y autonómica, la complejidad de la acreditación de 
criterios puede dar lugar a situaciones dispares y con-
tradictorias, que pueden enturbiar el ejercicio de las 
competencias locales.

– Además, una Ley que en sus disposiciones adicio-
nales y transitorias ha sido tan prolija, no ha previsto el 
propio régimen temporal de aplicación del nuevo régi-
men de las competencias propias. Habrá que entender 
que el artículo 25, con todos sus requisitos, solo será 
de aplicación para las futuras leyes que a tal efecto se 
promulguen; pues en caso contrario podría producirse 
una paralización o un vaciamiento de la vida municipal 
actual.

– El antiguo artículo 27 reconocía la figura de la 
delegación de competencias a los municipios por parte 
de “la Administración del Estado y de las Comunida-
des Autónomas”, y además por parte de “otras Enti-
dades locales”, con lo cual se podía entender que esta 
delegación podía llevarse a cabo por las diputaciones, 
comarcas, áreas metropolitanas, etc. En la nueva re-
dacción del artículo 27, el ámbito subjetivo de la dele-
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gación queda reducido a la Administración del Estado 
y las de las comunidades autónomas, pasando las di-
putaciones a ser meras entidades de asistencia para la 
coordinación y seguimiento de las delegaciones cuan-
do lo solicite expresamente la Administración delegan-
te, en el caso de que la delegación afecte a dos o más 
municipios de la misma provincia.

– Asimismo, en el antiguo artículo 27 se llevaba a 
cabo una regulación abstracta del instituto de la dele-
gación, en directa referencia a su régimen jurídico. 
Ahora, en la nueva normativa, junto a las cuestiones 
de régimen jurídico estricto, que no experimentan no-
tables variaciones, se incorporan novedades relevan-
tes. La primera de ellas hace referencia a los paráme-
tros institucionales a que debe obedecer la apelación a 
la delegación por parte del Estado y las comunidades 
autónomas: mejorar la eficiencia de la gestión pública; 
contribuir a eliminar las duplicidades administrativas; y 
ser conforme o acorde con la legislación de estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera. A tal efecto, 
la delegación deberá acompañarse de una memoria 
que justifique el cumplimiento de estos parámetros y 
que valore el impacto en el gasto de las Administracio-
nes Públicas, con la consabida advertencia de que en 
ningún caso “pueda conllevar un mayor gasto”. La se-
gunda innovación estriba en acompañar el apartado 3 
de una lista –aunque no limitativa, pues claramente se 
advierte que su enunciación es “entre otras”– de quin-
ce materias o competencias susceptibles de delega-
ción, para las cuales también se exigen determinadas 
justificaciones económico-financieras y de homogenei-
dad: evitar duplicidades, mejorar la transparencia de 
los servicios públicos y el servicio a los ciudadanos, así 
como contribuir a los procesos de racionalización ad-
ministrativa, generando un ahorro neto de recursos. En 
la lista de materias se encuentran muchas –o fragmen-
tos de ellas– que los municipios venían ejerciendo 
como propias o complementarias, y que ahora pasarán 
a delegadas, por asunción de su titularidad por parte 
del Estado o de las comunidades autónomas, como 
ocurrirá con las de enseñanza, sanidad o servicios so-
ciales (disposiciones adicionales decimocuarta y deci-
moquinta, con el alcance temporal determinado en las 
transitorias tercera, cuarta y quinta). A pesar de que el 
apartado 8 del artículo 27 especifica que “las compe-
tencias delegadas se ejercerán con arreglo a la legisla-
ción del Estado o de las Comunidades Autónomas”, lo 
cierto es que el ámbito de las materias de la delegación 
interfiere o incide en las competencias de las comuni-
dades autónomas, por haber atribuido algunas de ellas 

como propias por su propia legislación autonómica de 
régimen local.

– Sin duda, la novedad más importante del nuevo 
régimen de delegación estriba en ir acompañada de la 
correspondiente financiación, “para lo cual será nece-
saria la existencia de dotación presupuestaria adecua-
da y suficiente en los presupuestos de la Administra-
ción delegante para cada ejercicio económico”; la au-
sencia de dotación o consignación determinará la nuli-
dad de la delegación. Pero, sin embargo, si el incumpli-
miento de las obligaciones financieras derivara de la 
Administración autonómica –paradójicamente, no se 
dispone de un procedimiento paralelo en el caso de 
que el incumplimiento sea de la Administración del Es-
tado–, se faculta a la entidad local delegada “para 
compensarlas automáticamente con otras obligacio-
nes financieras que esta tenga con aquella”. A mayor 
abundamiento, el nuevo artículo 57 bis presenta una 
garantía financiera complementaria en relación con 
obligaciones financieras o compromisos de pago, en el 
caso de delegaciones de las comunidades autónomas, 
en las que deberá incluirse una cláusula en virtud de la 
cual se autorice a la Administración General del Estado 
a aplicar retenciones en las transferencias que les co-
rrespondan por aplicación de su sistema de financia-
ción, legitimando a la entidad local para la reclamación 
a la comunidad autónoma y la comunicación a la Ad-
ministración del Estado, de haberse producido dicho 
incumplimiento, y regulándose el procedimiento para 
la aplicación de retenciones por Orden del Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Públicas.

La efectividad de la delegación de competencias re-
quiere lógicamente la aceptación por el municipio inte-
resado (apartado 5), y su otorgamiento podrá ser por 
vía de acuerdo o convenio, aunque no cabe excluir que 
pueda ser por vía de una disposición administrativa o 
un acto general, precisados de aceptación o adhesión 
singular.

Por último, hay que destacar que el ejercicio de los 
servicios delegados, en contraste con el de los propios 
–en régimen de autorresponsabilidad, pero en coordi-
nación en su programación y ejecución con las demás 
Administraciones Públicas–, se somete a una dirección 
y un control rigurosos por parte de la Administración 
delegante, mediante instrucciones técnicas de carácter 
general, pudiendo recabar información sobre la ges-
tión municipal incluso con el envío de comisionados y 
la formulación de “los requerimientos pertinen- 
tes para la subsanación de las deficiencias observa-
das”.

QDL_cast_34.indd   31 14/03/14   08:32



32
Cuadernos de Derecho Local (QDL)

ISSN: 1696-0955, núm. 34, febrero de 2014, pp. 21-48
Fundación Democracia y Gobierno Local

martín bassoLs coma

– El cierre del sistema de competencias se concreta 
en la derogación o supresión del artículo 28 de la re-
dacción original de la LBRL, que establecía: “Los Muni-
cipios pueden realizar actividades complementarias de 
las propias de otras Administraciones Públicas y, en 
particular, las relativas a la educación, la cultura, la pro-
moción de la mujer, la vivienda, la sanidad y la protec-
ción del medio ambiente”. La habilitación contenida 
en este artículo dio lugar a las llamadas “competencias 
impropias” o “complementarias”, que han caracteri-
zado y propiciado un protagonismo crucial de las enti-
dades locales (tanto municipios como diputaciones) en 
la implantación del llamado “Estado social”, como ex-
presión de la detección de necesidades sociales no 
atendidas por el ordenamiento jurídico general o bien 
desatendidas por la Administración del Estado o de las 
comunidades autónomas. 

La posición restrictiva de la nueva LRSAL respecto 
a este campo de actividad de las entidades locales no 
deja lugar a dudas, en base a lo dispuesto en el artí-
culo 7.4: “Las Entidades Locales solo podrán ejercer 
competencias distintas de las propias y de las atribui-
das por delegación” cuando concurran los siguientes 
requisitos: a) no poner en riesgo la sostenibilidad fi-
nanciera del conjunto de la Hacienda municipal, de 
acuerdo con los requerimientos de la legislación de 
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera; 
y b) no incurrir en un supuesto de ejecución simultá-
nea del mismo servicio público con otra Administra-
ción Pública. Para acreditar la concurrencia de estos 
requisitos se precisarán informes previos (necesarios y 
vinculantes) de: a) la Administración competente por 
razón de la materia, “en el que se señale la inexisten-
cia de duplicidades”; y b) la Administración que tenga 
atribuida “la tutela financiera sobre la sostenibilidad 
financiera de las nuevas competencias”. Con esta re-
ferencia expresa a la tutela financiera sobre la soste-
nibilidad, el texto de la Ley revela su auténtica preten-
sión de desempolvar y reforzar las viejas técnicas de 
tutela y fiscalización. Por último, se precisa que en el 
supuesto de que se superen estos controles, el ejerci-
cio de la competencia deberá ejecutarse en los térmi-
nos previstos en la legislación del Estado y de las co-
munidades autónomas.

4. Coordinación, asistencia y cooperación en 
la prestación de los servicios municipales

4.1. El nuevo protagonismo de las diputacio-
nes en la coordinación de los servicios muni-
cipales y en la prestación de los servicios obli-
gatorios

Del elenco de competencias propias que el artículo 36 
LBRL atribuye a las diputaciones se desprende –a pesar 
de su caótica redacción y falta de sistematización– que 
dichas instituciones están destinadas en el contexto de 
la Ley a desarrollar un importante protagonismo en el 
futuro, a modo de ensayo de una nueva “provincializa-
ción del régimen local”10, a pesar de las críticas unáni-
mes que mereció por parte de los grupos políticos de la 
oposición durante el debate parlamentario de la Ley. 
No podemos entrar en la presente ocasión en los perfi-
les de este interesante debate, debiendo limitarnos a 
un intento de sistematización y glosa de los aspectos 
más relevantes del artículo en cuestión.

A) Por lo pronto, el apartado 1 del referido artículo 
declara como competencias propias de la diputación 
“las que le atribuyan en este concepto las leyes del 
Estado y de las Comunidades Autónomas en los dife-
rentes sectores de la acción pública”. Esta cláusula ge-
neral remite, sin embargo, a la complejísima relación y 
tensión que desde la promulgación de los primeros 
estatutos de autonomía han venido manteniendo las 
comunidades autónomas con las diputaciones (inten-
tos de supresión, constitución de comarcas, coordina-
ción y delegación de competencias, condicionamiento 
de planes de cooperación, etc.) en el proceso de cons-
titución y afirmación del Estado de las Autonomías, 
cuestión que obviamente tampoco podemos abordar 
en los límites de este trabajo.

Entre las competencias concretas que atribuyen a 
las diputaciones los distintos apartados del artículo 
36.1, figuran las tradicionales de asistencia y coopera-
ción jurídica, económica y técnica a los municipios, 
especialmente de menor capacidad económica y de 
gestión; cooperación en el fomento del desarrollo 
económico y social y en la planificación del territorio 
provincial; asistencia en la recaudación tributaria; dar 

10. Vid., sobre las distintas fases de la provincialización del régimen local, E. García de enterría, Problemas actuales del ré-
gimen local, Sevilla, 1958; F. AlBi, La crisis del Municipalismo, IEAL, Madrid, 1966; M. Bassols coma, “Las diputaciones provin-
ciales a los diez años de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local”, en La Provincia en el Estado de las Autonomías, 
Diputación de Barcelona-Marcial Pons, Madrid, 1996; y, más recientemente, M. salvador cresPo, La autonomía provincial en el 
sistema constitucional español, Fundación Democracia y Gobierno Local-INAP, 2007.
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soporte a los ayuntamientos para la tramitación de 
procedimientos administrativos y realizar actividades 
materiales y de gestión, asumiéndolas cuando los mu-
nicipios se las encomienden; aprobación anual del 
plan provincial de cooperación a las obras y servicios 
municipales; prestación de servicios supramunicipales 
y supracomarcales, etc.

B) Si bien la función de coordinación de los servicios 
de los municipios por parte de las diputaciones ha sido 
tradicional, aunque siempre formulada en términos 
muy abstractos, la nueva Ley se pronuncia en términos 
más concretos y vinculantes, que exigirán el desarrollo 
de técnicas jurídicas más precisas para su efectividad. 
Entre las modalidades de coordinación que se apuntan 
merecen destacarse: coordinación de los municipios 
entre sí para garantizar el cumplimiento del artículo 
31.2.a) LBRL (asegurar la prestación integral y adecua-
da en la totalidad del territorio provincial de los servi-
cios municipales); coordinación de la prestación “unifi-
cada” de servicios de los municipios; ejercicio de las 
funciones de coordinación con ocasión de los planes 
económico-financieros (artículo 116 bis) para la adop-
ción de las medidas de supresión de competencias, 
gestión integrada, racionalización organizativa, supre-
sión de entidades de ámbito territorial inferior al muni-
cipio, etc.; propuestas de medidas de gestión cuando 
tengan trascendencia supramunicipal, así como cola-
boración con la Administración de tutela. En definitiva, 
en torno a los conceptos de gestión unificada, presta-
ción integral o racionalización en la organización y 
prestación –conceptos que desgraciadamente no se 
concretan o definen en el texto de la Ley–, se va defi-
niendo este protagonismo de nuevas tareas y misiones 
de las diputaciones, complementado con la atribución 
del seguimiento de los costes efectivos de los servicios 
prestados y la propuesta de una gestión más eficiente 
y coordinada de los servicios. En definitiva, parece con-
figurarse la diputación como elemento clave de la re-
forma administrativa a nivel municipal, lo cual induda-
blemente creará fricciones con las comunidades 
autónomas si estas no aceptan esta mediación o no la 
coordinan con sus políticas. 

C) Para determinados servicios obligatorios en mu-
nicipios de menos de 20 000 habitantes (se estima más 
del 85 % del total de los municipios) el artículo 26.2 
selecciona una serie de servicios mínimos, que se co-
rresponden prácticamente con los obligatorios para 
todos los municipios con independencia de su pobla-
ción [artículo 26.1.a)], adicionando el específico de tra-
tamiento de residuos, que se considera obligatorio a 

partir de los 5000 habitantes. La responsabilidad espe-
cífica de las diputaciones respecto a este bloque de 
servicios será principalmente la de coordinar su presta-
ción.

El ejercicio de esta coordinación está destinado a 
plasmarse o bien en una prestación directa de la propia 
diputación, o bien en la implantación de fórmulas de 
gestión compartida a través de consorcios, mancomu-
nidades u otras fórmulas. Ahora bien, para su plasma-
ción, las diputaciones deberán elevar al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas una propuesta, 
que deberá contar previamente con la conformidad de 
los municipios afectados y la aceptación del referido 
Ministerio, en atención a “la reducción de los costes 
efectivos de los servicios mencionados, debiendo con-
tar además con el informe preceptivo de la Comunidad 
Autónoma si es la Administración que ejerce la tutela 
financiera”. De la dicción literal del precepto se des-
prende que la aceptación del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas, así como el informe de la 
comunidad autónoma que ejerce la tutela financiera, 
exclusivamente deberán versar sobre la concurrencia 
de la “reducción de costes efectivos” en la fórmula 
propuesta, no pudiendo extenderse a otros extremos 
de dicha propuesta (ámbito territorial, modalidad ges-
tora elegida, etc.). No deja de resultar anómalo, en el 
conjunto de la LRSAL, que en este precepto se ofrez-
can fórmulas apropiadas de gestión compartida, como 
las mancomunidades o los consorcios, que, en el con-
junto del articulado de la Ley, se contemplan con rece-
lo y prevenciones en materia financiera, como tendre-
mos ocasión de comentar.

Obviamente, para la correcta aplicación de este 
precepto, la diputación provincial deberá elaborar un 
mapa dentro de su territorio, clasificando los munici-
pios de menos de 20 000 habitantes en atención a su 
zonificación geográfica y entorno territorial inmediato, 
a los efectos de poder programar y formular la corres-
pondiente propuesta y evaluación de costes de los ser-
vicios, circunstancias que posiblemente aconsejen la 
elección de distintas modalidades de gestión en fun-
ción del grado de concentración o dispersión territorial 
de los municipios afectados. Además, debe tenerse en 
cuenta que la mayoría de los servicios públicos tienen 
una base demanial como soporte para la prestación de 
los mismos: acceso a núcleos de población, pavimenta-
ción de vías urbanas y alumbrado público, abasteci-
miento de agua potable (susceptible además de reser-
va con monopolio según el artículo 85 LBRL), 
tratamiento de aguas residuales y recogida y trata-
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miento de residuos. Este condicionamiento dema- 
nial-territorial implica además una coordinación nece-
saria, por cuanto todos los municipios siguen conser-
vando sus competencias en materia de urbanismo y 
medio ambiente. Esta selección de servicios a coordi-
nar por las diputaciones –como alternativa a la supre-
sión de pequeños municipios o las fusiones obligato-
rias que se habían manejado en los medios de 
comunicación– se presenta como falta de fundamento 
real y fruto de una cierta improvisación, máxime cuan-
do se ha eliminado de la primitiva redacción del artícu-
lo 26.1 LBRL que dichos servicios se podían prestar por 
los municipios “por sí o asociados”, asociación que 
como tal debía ser de carácter voluntario.

Aun cuando se afirma que la propuesta de coordi-
nación requiere la “conformidad de los municipios 
afectados” –adición que se consignó en el último mo-
mento del debate parlamentario en el Senado, des-
pués de haber barajado distintas alternativas–, y abun-
da en la idea de una programación previa del conjunto 
total del término provincial o por zonas del mismo, lo 
cierto es que dicha coordinación entraña una sustitu-
ción competencial en el ámbito de cada municipio 
concreto (distinta de la prevista en el artículo 60 de la 
propia LBRL por inactividad) por razones de costes o de 
economías de escala. Ello determina que el municipio, 
cuando justifique ante la diputación que “puede pres-
tar estos servicios con un coste efectivo menor que el 
derivado de la forma de gestión propuesta por la Dipu-
tación”, podrá reasumir la prestación y coordinación 
de estos servicios, siempre que “la Diputación lo consi-
dere acreditado”. Para esta acreditación, paradójica-
mente, no se requiere la evaluación del Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas, ni la de la co-
rrespondiente comunidad autónoma. 

Desde el punto de vista financiero se prevé que, 
cuando sea la diputación la que asuma la prestación 
directa de estos servicios, repercutirá a los municipios 
los costes del servicio en función de “su uso”, y si estos 
se financian por tasas, corresponderá a la diputación 
su percepción.

D) Además de la anterior función, se imponen a las 
diputaciones una serie de obligaciones específicas:

– Garantía, en los municipios de menos de 1000 
habitantes, de la prestación de los servicios de Secreta-
ría e Intervención [artículo 36.1.b)].

– Prestación del servicio de tratamiento de residuos 
en los municipios de menos de 5000 habitantes, y de 
prevención y extinción de incendios en los municipios 
de menos de 20 000 habitantes [artículo 36.1.c)].

– Asistencia a los municipios de menos de 20 000 
habitantes en la recaudación tributaria, y apoyo a la 
gestión financiera [artículo 36.1.f)].

– Prestación de los servicios de administración elec-
trónica y contratación centralizada en los municipios 
con población inferior a 20 000 habitantes [artículo 
36.1.g)].

– Coordinación mediante convenio con comunida-
des autónomas para la prestación de los servicios de 
mantenimiento y limpieza de los consultorios médicos 
en municipios de población inferior a 5000 habitantes 
[artículo 36.1.i)]. 

4.2. Mancomunidades municipales

Las mancomunidades de municipios mantienen la con-
dición de entidades locales [artículo 3.2.c) LBRL] y 
constituyen uno de los instrumentos capitales del aso-
ciacionismo municipal en la prestación de obras y ser-
vicios (artículo 44), aun cuando paradójicamente, en la 
redacción del nuevo artículo 26 sobre prestación de 
servicios mínimos, desaparece toda referencia a esta 
fórmula de la asociación municipal que podríamos lla-
mar horizontal o espontánea. Ahora bien, ello no im-
plica que, a iniciativa de la diputación, para este tipo 
de servicios y por vía de coordinación, puedan prestar-
se servicios a través de mancomunidades, como una 
fórmula que pasa a denominarse “de gestión compar-
tida” (artículo 26.2).

Por su carácter asociativo, no forman parte propia-
mente del sector público local, al no citarse en su nuevo 
redimensionamiento de la disposición adicional novena, 
y el resto del articulado de la LRSAL no hacía referencia 
alguna a ellas, si bien en el transcurso del debate parla-
mentario se aprobaría una nueva disposición transitoria 
undécima que intenta recuperar su prístina naturaleza, 
al considerarlas instrumento para el desarrollo de las 
competencias de los artículos 25 y 26 LBRL. En definiti-
va, se estaba reconociendo una realidad existente en 
nuestro municipalismo, y que además ha sido apoyada 
e impulsada por las leyes de régimen local de las comu-
nidades autónomas. Según datos extractados por Mar-
tín Rebollo (Leyes administrativas, 19.ª ed., 2013, pág. 
1056), en el Registro de Entidades Locales existían 1021 
mancomunidades en 2013 (correspondiendo el mayor 
número a las comunidades autónomas de Castilla y 
León –248– y Castilla-La Mancha –136–). 

Sin embargo, esta recuperación institucional viene 
acompañada de una previsión sorprendente, al impo-
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ner que en el plazo de seis meses las mancomunidades 
de municipios deberán adaptar sus estatutos a lo pre-
visto en el artículo 44, “para no incurrir en causa de 
disolución”. El expediente para la disolución será ini-
ciado y resuelto por el órgano de gobierno de la comu-
nidad autónoma, y el personal quedará incorporado a 
las respectivas entidades locales de acuerdo con sus 
estatutos, y al mismo tiempo dichas entidades se sub-
rogarán en sus derechos y obligaciones. Esta medida 
es, como decimos, sorprendente, por cuanto en el artí-
culo 44 LBRL, al regular el contenido de sus estatutos, 
no se alude en absoluto a previsiones presupuestarias 
o de control del gasto público que podrían aconsejar o 
justificar dicha adaptación. Al propio tiempo, no debe 
olvidarse que corresponde, según este mismo artículo, 
a las comunidades autónomas el procedimiento de 
modificación o supresión de mancomunidades, con in-
dependencia de las previsiones que al respecto contie-
nen los estatutos de autonomía (especialmente los 
aprobados a partir de 2006), por lo cual parece nece-
sario admitir que esta causa de disolución está incursa 
en vicio de inconstitucionalidad.

4.3. Los consorcios locales y su dispersa y 
confusa regulación

La figura de los consorcios, en el campo del derecho 
local moderno, arranca propiamente de la previsión 
del artículo 37 del Reglamento de Servicios de las Cor-
poraciones Locales (Decreto de 17 de junio de 1955), 
al proclamar que las corporaciones locales podrán 
constituir consorcios con entidades públicas de dife-
rente orden, para instalar y gestionar servicios de inte-
rés general. Por su parte, el artículo 87 LBRL reconoce 
que las entidades locales pueden constituir consorcios 
con otras Administraciones Públicas para fines de inte-
rés común, o con entidades privadas sin ánimo de lu-
cro que persigan fines de interés público concurrentes 
con los de las Administraciones Públicas (en la legisla-
ción sectorial de urbanismo se ha llegado a admitir 
simplemente a entidades o sujetos privados, como ha 
ocurrido en las leyes autonómicas de urbanismo, que 
reconocen ampliamente los consorcios urbanísticos). 
La funcionalidad y eficacia de esta institución para la 
vía de colaboración interadministrativa ha llegado fi-
nalmente a ser admitida en el ordenamiento estatal de 
la Ley 30/1992 (en adelante LRJ-PAC) –artículo 6.4–. 
Se estima que existen en torno a 1028 consorcios en 
el mundo local.

El tratamiento que efectúa la LRSAL de la figura de 
los consorcios en general, y de los consorcios locales en 
particular, es realmente fragmentario y tortuoso. Efecti-
vamente, reconoce a los consorcios como técnica de 
“gestión compartida” que pueden promover las dipu-
taciones para atender los servicios de los municipios 
con población inferior a 20 000 habitantes (artículo 
26.2); se les incluye a efectos del control financiero en 
el marco del redimensionamiento del sector público lo-
cal (disposición adicional novena LBRL); y el personal de 
los consorcios constituidos antes de la entrada en vigor 
de la LRSAL que presten servicios mínimos del artículo 
26 LBRL, “podrá integrarse por quienes no sean perso-
nal funcionario o laboral procedente de una reasigna-
ción de puestos de trabajo de las Administraciones par-
ticipantes en el consorcio” (disposición adicional 
decimotercera LRSAL). A su vez, los consorcios que ya 
estuvieren creados en el momento de la entrada en vi-
gor de esta Ley deberán adaptar sus estatutos a lo en 
ella previsto, en el plazo de un año desde la entrada en 
vigor de la misma, y si esta adaptación implicare cam-
bios en materia de personal o en su régimen presu-
puestario, contable o de control, el plazo se computará 
a partir del 1 de enero de 2015 (disposición transitoria 
sexta). Cabe advertir que este plazo de adaptación re-
sulta más dilatado en contraste con el aplicado a las 
mancomunidades, y además su incumplimiento no lle-
va aparejada la disolución del consorcio.

Pero además de la modalidad estrictamente local, 
la Ley apela a los consorcios como una técnica de co-
laboración de los entes locales con el Estado, con las 
limitaciones que en el próximo apartado analizare-
mos. En atención precisamente a esta utilidad genéri-
ca que facilita en el ámbito de la cooperación interad-
ministrativa, la LRSAL incorpora en la disposición 
adicional vigésima un artículo específico sobre el régi-
men jurídico de los consorcios, que se integrará en la 
LRJ-PAC. Este régimen jurídico atiende fundamental-
mente a que, además de lo dispuesto en sus estatutos 
–estar sujetos al régimen presupuestario, de contabili-
dad, de control, auditoría de cuentas anuales, e inte-
grarse en el presupuesto y cuenta general de la Admi-
nistración Pública a la que estén adscritos–, les será de 
aplicación en su integridad lo dispuesto en la Ley Or-
gánica 2/2012, de Estabilidad Presupuestaria y Soste-
nibilidad Financiera. La singularidad de este régimen 
jurídico estriba precisamente en situar y encuadrar la 
adscripción de estos consorcios, para lo que se fija una 
enumeración prioritaria o preferente de siete criterios 
de adscripción (figurando en primer lugar el de la ma-
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yoría de votos en el órgano de gobierno, pero siendo 
el último en relevancia nada menos que el de mayor 
número de habitantes y extensión territorial, cuando 
el consorcio está orientado a la prestación de servicios 
a las personas o al desarrollo de la actuación sobre el 
territorio). Con independencia de la crítica que puede 
merecer la graduación de criterios, lo sorprendente es 
que esta adscripción no lo será a efectos permanen-
tes, sino que puede experimentar variaciones a lo lar-
go de la vida de la institución. Y ello por cuanto los 
criterios de prioridad para la adscripción a una deter-
minada Administración Pública tienen necesariamente 
que referirse a la situación en el primer día del ejercicio 
presupuestario, y por todo este periodo. Todo ello im-
plica que con los cambios en los criterios prioritarios se 
pueden determinar sucesivas adscripciones, que pue-
den afectar a la propia estabilidad de la institución. 
Ahora bien, conforme a la disposición adicional deci-
mocuarta, este régimen jurídico general de los consor-
cios no será de aplicación a los constituidos antes de 
la entrada en vigor de la Ley, y seguirán rigiéndose por 
sus estatutos, siempre que reúnan los siguientes re-
quisitos: no tener la consideración de Administración 
Pública a efectos del Sistema Europeo de Cuentas; es-
tar participados por entidades locales y entidades pri-
vadas; no estar incursos en pérdidas durante dos ejer-
cicios consecutivos, y no recibir o haber recibido 
subvenciones de las Administraciones Públicas en los 
cinco ejercicios anteriores a la entrada en vigor de la 
Ley, con independencia de las aportaciones a las que 
estén obligados los entes consorciados.

4.4. Convenios administrativos de colabora-
ción: prioridad de los convenios frente a los 
consorcios

Se mantiene en el nuevo artículo 57 LBRL la coopera-
ción económica, técnica y administrativa entre la Ad-
ministración local y las Administraciones del Estado y 
de las comunidades autónomas, como una de las téc-
nicas clave de las relaciones interadministrativas de ca-
rácter voluntario, tanto para la prestación de servicios 
locales como en asuntos de interés común. Tradicional-
mente esta cooperación podía articularse tanto por la 
vía de los convenios como mediante la creación de un 
consorcio. La innovación de la nueva redacción estriba 
en subrayar y vincular la utilización de ambas técnicas 
a la obtención de un fin institucional preciso: “mejorar 
la eficiencia de la gestión pública, eliminar duplicida-

des administrativas y cumplir con la legislación de esta-
bilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera”.

En función de esta nueva visión de la cooperación, 
el apartado 3 del artículo 57 formula una clara opción 
por la apelación a la técnica del convenio administrati-
vo frente a los consorcios. Y ello por cuanto se ponen 
límites a su constitución: imposibilidad de formalizar 
un convenio; acreditación en términos de eficiencia 
económica de que el consorcio “permita una asigna-
ción más eficiente de los recursos económicos”; y en 
todo caso verificación de que la constitución del con-
sorcio no pondrá en riesgo la sostenibilidad financiera 
del conjunto de la Hacienda de la entidad local y la del 
propio consorcio, pues se advierte de que este último 
“no podrá demandar más recursos que los inicialmen-
te previstos”.

A pesar de la preferencia por los convenios admi-
nistrativos como símbolo de una mejor eficacia en la 
gestión de la cooperación, la disposición adicional no-
vena impone que los convenios, acuerdos y demás ins-
trumentos de cooperación celebrados con anterioridad 
a la entrada en vigor de la LRSAL, que lleven aparejada 
cualquier tipo de financiación de competencias muni-
cipales, propias o delegadas, deberán adaptarse a lo 
dispuesto en la nueva normativa antes de 31 de di-
ciembre de 2014, con la advertencia de que de no pro-
ducirse esta adaptación quedarán sin efecto. Para la 
adaptación de los convenios suscritos para el funciona-
miento de los centros asociados de la UNED, el plazo 
de adaptación se extiende a tres años, con la peculiar y 
discriminatoria imposición de que, durante este perio-
do de adaptación, las entidades locales no podrán fi-
nanciar los servicios académicos de estos centros “que 
se presten a los alumnos matriculados con posteriori-
dad a la entrada en vigor de esta Ley”. Finalmente, en 
cuanto a los convenios de colaboración entre el Estado 
y las entidades locales en materia de información mu-
tua para la aplicación de los tributos locales, se regula-
rán por su normativa específica, pero (con indepen-
dencia de la formalización jurídica que pueda 
adoptarse –encomienda o delegación de competen-
cias–) se impone que no podrán comportar transferen-
cia de medios personales o materiales, ni contrapresta-
ción económica de ningún tipo entre las partes, 
justificándose esta prohibición en la hasta cierto punto 
enigmática referencia: “por cuanto permiten mejorar 
la recaudación tributaria de las Entidades Locales que 
los suscriben”. 

Una modalidad específica de convenio de colabora-
ción es la prevista en la disposición adicional séptima en 
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orden a la colaboración de la Intervención General del 
Estado con las entidades locales, para reforzar la auto-
nomía y eficacia de los órganos responsables del control 
y fiscalización interna de la gestión económico-financie-
ra, contable y presupuestaria de las corporaciones loca-
les. En el convenio deberán estipularse las contrapresta-
ciones que deberán abonar las entidades locales.

5. La evaluación del coste de los servicios 
como parámetro de la racionalización

A efectos del control del déficit público y del endeuda-
miento, no es suficiente la reordenación de las compe-
tencias de las entidades locales para su ajuste, ni la 
apelación constante a los principios de sostenibilidad, 
eficacia y eficiencia en la gestión; se hace preciso dis-
poner de instrumentos técnicos que permitan evaluar y 
medir el grado de economicidad y rendimiento desde 
el punto de vista del gasto y, en su caso, la calidad (si 
bien solo se hace mención expresa en el artículo 13.2 
en relación con la creación de nuevos municipios) en la 
gestión de los servicios locales. Y ello no solo a efectos 
de su cuantificación, sino para diseñar, tanto por el Es-
tado como por las comunidades autónomas, en sus 
respectivos ámbitos, la política legislativa general sobre 
la Administración local en los más cruciales ámbitos del 
mapa municipal: gestión de servicios, homogeneidad 
en el tratamiento de la suficiencia financiera, evalua-
ción de necesidades de personal y de aprovisionamien-
tos. Y en especial para elaborar y justificar el cúmulo 
de memorias, informes –vinculantes o no–, estudios 
previos, etc., que en ejecución de la nueva Ley será 
necesario –como hemos tenido ocasión de detectar al 
analizar la cuestión de las competencias– elaborar por 
el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, 
en su caso, por las comunidades autónomas, y muy en 
especial por las propias diputaciones, para poder 
afrontar con solvencia su nuevo protagonismo en rela-
ción con los municipios, todo ello con el fin de sustituir 
el mero voluntarismo en el diseño de estas políticas.

El llamado “coste estándar” que había propiciado 
el Anteproyecto de LRSAL, venía a constituir el instru-
mento principal de la evaluación anteriormente aludi-

da, pero, al ser objetado con ocasión del informe del 
Consejo de Estado, ha sido sustituido por el nuevo 
concepto de “coste efectivo de los servicios”. Ello obli-
garía a una revisión muy profunda del articulado del 
Anteproyecto, especialmente en relación con la fiscali-
zación de entidades adscritas al llamado “sector públi-
co local”. El nuevo artículo 116 ter LBRL, con un obje-
tivo más atemperado, impone a las entidades locales la 
obligación de calcular periódicamente, antes del 1 de 
noviembre de cada año, “el coste efectivo de los servi-
cios que prestan”. Para calcular este coste se deberán 
tener en cuenta los costes reales directos e indirectos 
de los servicios, conforme a los datos derivados de la 
ejecución del presupuesto general, y asimismo según 
las cuentas anuales de las entidades vinculadas o de-
pendientes, por lo que se ofrecerá una información 
completa de estos costes para cada entidad local. A fin 
de ofrecer una guía para elaborar los criterios de cálcu-
lo, lo que en sus primeras experiencias se antoja difi-
cultoso, se prevé que por Orden del Ministerio de Ha-
cienda se desarrollen reglamentariamente estos 
criterios de cálculo, pues todas las entidades locales 
deberán comunicar los “costes efectivos de cada uno 
de los servicios al Ministerio de Hacienda y Administra-
ciones Públicas”. Esta medida se considera en el 
Preámbulo de la LRSAL “un paso fundamental en la 
mejora de la información disponible, eliminando asi-
metrías, para la toma de decisiones de los ciudadanos 
y de la Administración, y contribuirá de forma perma-
nente al aumento de la eficiencia”.

La técnica del coste efectivo11 de los servicios –el 
artículo 219 del Estatuto de Cataluña de 2006 recono-
cía ya el concepto de “coste total y efectivo de los ser-
vicios” a efectos del cálculo de la financiación de los 
mismos– está destinada a tener en el futuro una gran 
trascendencia para la política de la gestión pública, y 
en particular requerirá para su implantación la colabo-
ración de los estudios de Ciencias de la Administración 
y de las técnicas de Gestión Pública. Merecen, sin em-
bargo, anotarse las principales referencias contenidas 
en distintos preceptos del texto de la Ley: 

– A las diputaciones [artículo 36.1.h)] se les asigna 
como competencia institucional propia el seguimiento 
de los costes efectivos de los servicios prestados por los 

11. D. Carrasco, D. Buendía y V. Llorente, “Procedimiento para la implantación de un sistema de costes en la Administración 
local”, Revista Española de Control Externo, núm. 41, 2012, págs. 153-172; M. J. Portillo, “La situación presupuestaria de los 
municipios españoles a través de sus indicadores (1992-2008). Especial referencia al indicador de rigidez del gasto corriente”, 
Presupuesto y Gasto Público, núm. 57, 2009, págs. 117-134; S. Royo, B. Acerete y C. martí, “Rendición de cuentas en los ayun-
tamientos españoles a través de indicadores de gestión”, Presupuesto y Gasto Público, núm. 66, 2012, págs. 183-198.
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municipios de su provincia, y cuando detecten que es-
tos costes son superiores a los coordinados o prestados 
por ellas, ofrecerán a los municipios su colaboración 
para una gestión coordinada más eficiente de los servi-
cios, que permita reducir estos costes. Asimismo, al 
formular el plan provincial de cooperación a las obras y 
servicios municipales, deberán incorporar, en la memo-
ria justificativa de sus criterios de distribución de fon-
dos, “criterios que en todo caso han de ser objetivos y 
equitativos y entre los que estará el análisis de los cos-
tes efectivos de los servicios de los municipios”. A ma-
yor abundamiento, cuando la diputación detecte qué 
costes efectivos prestados por los municipios son supe-
riores a los de los servicios coordinados o prestados por 
ella, incluirá en el plan provincial fórmulas de presta-
ción unificada o supramunicipal para reducir sus costes 
efectivos [artículo 36.2.a)].

– El Estado y las comunidades autónomas podrán 
“sujetar sus subvenciones a determinados criterios y 
condiciones en su utilización o empleo y tendrán en 
cuenta el análisis de los costes efectivos de los servicios 
de los municipios” [artículo 36.2.a)].

– Para justificar la gestión de servicios mediante en-
tidad pública o sociedad mercantil, el artículo 85.2.A) 
exige un informe del interventor sobre el coste del ser-
vicio que se va a gestionar de este modo, así como el 
apoyo técnico recibido, datos que deberán ser objeto 
de publicación. 

– Como medida de apoyo, mediante un incremen-
to de coeficientes en el cálculo de la participación mu-
nicipal en los tributos del Estado (artículos 123 y 124 
TRLHL), la disposición adicional decimoquinta prevé su 
procedencia cuando se acredite por la diputación, me-
diante informe, que “el acuerdo de dos o más munici-
pios para la gestión integrada de todos los servicios 
municipales que sean coincidentes conlleva un ahorro 
de al menos el 10% respecto al coste efectivo total en 
el que incurría cada municipio por separado”. 

 – Cuando el incumplimiento del objetivo de estabi-
lidad presupuestaria, del objetivo de deuda pública o de 
la regla de gasto comporte la necesidad de formular un 
plan económico-financiero, previsto en el artículo 21 de 
la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, el artículo 
116 bis LBRL impone la adición, a las medidas generales, 
de la de “Gestión integrada o coordinada de los servi-

cios obligatorios que presta la Entidad Local para reducir 
sus costes”, así como la de la racionalidad organizativa.

6. Condicionamientos de la intervención de 
las entidades locales en la economía 

6.1. Intervención previa de actividades eco-
nómicas privadas por las entidades locales. 
La incidencia de la nueva regulación de la 
unidad de mercado

A raíz de la Ley 25/2009, de modificación de diversas 
leyes para su adaptación a la Ley 17/2009, de 23 de 
noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de 
servicios y su ejercicio, se operó un cambio radical en 
relación con los medios de intervención y control pre-
ventivo de las corporaciones locales, lo que dio lugar a 
una nueva redacción del artículo 84 LBRL, reconocien-
do junto a la tradicional licencia las nuevas técnicas de 
comunicación previa o declaración responsable12. Dan-
do un paso más en el proceso de liberalización de con-
troles, la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sos-
tenible, dio lugar a la adición a la LBRL de un nuevo 
artículo 84 bis que, en principio, establecía que, salvo 
exenciones específicamente enumeradas, “el ejercicio 
de actividades no se someterá a la obtención de licen-
cia u otro medio de control preventivo”. Posteriormen-
te, el Real Decreto-ley 8/2011, de 1 de julio, concretó y 
amplió las actividades no sujetas a obtención de licen-
cia u otro medio de control preventivo, y finalmente la 
Ley 12/2012, de 26 de diciembre, extendió su aplica-
ción al ámbito del comercio minorista (se modifica el 
artículo 2 por la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de 
garantía de la unidad de mercado, elevando el límite 
de superficie útil de venta al público de 300 metros 
cuadrados hasta 750 metros cuadrados). 

La LRSAL ha modificado el artículo 84 bis LBRL, con 
un texto de redacción complejísima que, para su debi-
da comprensión, debemos exponer conjuntamente 
con el de su matriz, el artículo 84, que no ha experi-
mentado en principio modificación textual, a reserva 
de lo que sucesivamente se expondrá.

Como punto de referencia, el artículo 84.1.b) habi-
lita a las entidades locales para intervenir la actividad 
de los ciudadanos con el sometimiento a previa licen-

12. V. AGuado y B. NoGuera de la Muela, El impacto de la Directiva de Servicios en las Administraciones Públicas; aspectos 
generales y sectoriales, Atelier, 2012, y M. A. García Garro, Impacto de la Directiva de Servicios en las licencias urbanísticas y de 
actividades, Aranzadi, 2013.
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cia y otros actos de control preventivo. Los actos de 
intervención deberán respetar con carácter general los 
“principios de igualdad de trato, necesidad y propor-
cionalidad con el objetivo que se persigue” (apartado 
2 del artículo 84). Y la circunstancia de que otras Ad-
ministraciones Públicas hayan otorgado licencias o au-
torizaciones, no exime “a sus titulares de obtener las 
correspondientes licencias de las Entidades locales, 
respetándose en todo caso lo dispuesto en las corres-
pondientes leyes sectoriales” (apartado 3 del artículo 
84). Esta modalidad de intervención mediante licencia 
o control preventivo tenía dos excepciones o modula-
ciones: 

a) No obstante el anterior principio, cuanto se trate 
del “acceso y ejercicio de actividades de servicios in-
cluidas en el ámbito de aplicación de la Ley 17/2009, 
de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las activida-
des de servicios y su ejercicio, se estará a lo dispuesto 
en la misma”. Debe recordarse, no obstante, que en 
dicha Ley el artículo 2 relacionaba una amplia lista de 
actividades excluidas de dicha legislación.

b) “Con carácter general, el ejercicio de actividades 
no se someterá a la obtención de licencia u otro medio 
de control preventivo”. Como destacó el Preámbulo 
del Real Decreto-ley 8/2011, “Con esta opción de polí-
tica legislativa, la Ley de Economía Sostenible va un 
paso más allá de la Directiva 2006/123/CE del Parla-
mento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 
2006, relativa a los servicios en el mercado interior, 
dado que no solo se suprimen los regímenes de autori-
zación para el ejercicio de actividades de servicios in-
cluidos en su ámbito de aplicación, sino que se extien-
de a cualquier tipo de actividad”. La referencia a 
“actividades” se hacía con carácter general con inde-
pendencia de su contenido (económico, no económi-
co, inocuo, clasificado, etc.), si bien podían someterse 
a licencia o control preventivo (es decir, quedaban ex-
cluidas de esta liberalización o exención de licencias) 
aquellas actividades que afectasen a la protección del 
medio ambiente o del patrimonio histórico-artístico, la 
seguridad o la salud públicas, o que implicasen el uso 
privativo y ocupación de los bienes de dominio público 
(artículo 84 bis en su redacción previa a la reforma que 
comentamos).

Con la nueva redacción del artículo 84 bis LBRL se 
distingue en relación con las actividades: las comunes 
u ordinarias (que siguen exentas de obtención de licen-
cia u otro medio de control preventivo, si bien someti-
das a lo dispuesto en el artículo 84 ter LBRL –procedi-
mientos de comunicación previa y verificación posterior 

del cumplimiento de requisitos precisos previstos en la 
legislación sectorial–), y las denominadas “actividades 
económicas”, respecto de las cuales, a su vez, debe 
diferenciarse, a efectos del régimen de control preven-
tivo, entre sus características intrínsecas y las instalacio-
nes o infraestructuras físicas necesarias para su ejerci-
cio. A tal efecto, se establece la siguiente matización:

1) Se exigirá licencia u otro medio de control pre-
ventivo respecto de aquellas actividades económicas: i) 
Cuando esté justificado “por razones de orden públi-
co, seguridad pública, salud pública o protección del 
medio ambiente en el lugar concreto donde se realiza 
la actividad”, siempre que estas razones no puedan 
salvaguardarse mediante la presentación de una decla-
ración responsable o de una comunicación. ii) “Cuan-
do por la escasez de recursos naturales, la utilización 
de dominio público, la existencia de inequívocos impe-
dimentos técnicos o en función de la existencia de ser-
vicios públicos sometidos a tarifas reguladas, el núme-
ro de operadores económicos del mercado sea 
limitado”. 

2) En relación con las instalaciones e infraestructu-
ras físicas donde desarrollar las actividades económi-
cas, “solo se someterán a un régimen de autorización” 
cuando i) lo establezca una Ley que defina sus requisi-
tos esenciales; y ii) las mismas (hay que interpretar que 
se refiere a las instalaciones e infraestructuras) “sean 
susceptibles de generar daños sobre el medio ambien-
te y el entorno urbano, la seguridad o la salud públicas 
y el patrimonio histórico y resulte proporcionado”. 
Para la evaluación de estos riesgos se tendrán en cuen-
ta una serie de características que con carácter enun-
ciativo, y por lo tanto no exhaustivo, se describen en 
las letras a) a f) del apartado 2 de este artículo (poten-
cial eléctrico, capacidad o aforo de instalaciones, con-
taminación acústica, materias inflamables o contami-
nantes, etc.).

3) Finalmente, en el artículo 84 bis se introduce un 
nuevo apartado 3 que implica una exigencia que limita 
sensiblemente la autonomía local, en cuanto se pro-
duzca una concurrencia de licencias o autorizaciones 
entre una entidad local y otra Administración, por 
cuanto la primera “deberá motivar expresamente en la 
justificación de la necesidad de la autorización o licen-
cia el interés general concreto que se aprende prote-
ger”, y además “que este no se encuentra ya cubierto 
mediante otra autorización ya existente”. El ámbito de 
aplicación de este precepto hay que circunscribirlo ex-
clusivamente a las actividades económicas, ya que el 
apartado 3 del artículo 84 LBRL no ha experimentado 

QDL_cast_34.indd   39 14/03/14   08:32



40
Cuadernos de Derecho Local (QDL)

ISSN: 1696-0955, núm. 34, febrero de 2014, pp. 21-48
Fundación Democracia y Gobierno Local

martín bassoLs coma

modificación: “Las licencias o autorizaciones otorga-
das por otras Administraciones Públicas no eximen a 
sus titulares de obtener las correspondientes licencias 
de las Entidades locales, respetándose en todo caso lo 
dispuesto en las correspondientes leyes sectoriales”.

Lógicamente, este régimen de intervención es inde-
pendiente de las licencias urbanísticas para desarrollar 
estas actividades, especialmente cuando se requiera la 
realización de obras en sentido material, lo cual no im-
pide que la legislación autonómica pueda revisar la exi-
gencia de determinados actos y usos urbanísticos so-
metidos a licencia.

Lo anteriormente sistematizado y glosado evidencia 
que la nueva normativa ofrece, a primera vista, una 
gran complejidad sistemática y un alto grado de inde-
terminación, debido posiblemente a que en última ins-
tancia estamos en presencia de una normativa básica o 
de principios comunes, que posteriormente deberán 
ser desarrollados por la legislación sectorial estatal y 
autonómica, de donde traerán causa en última instan-
cia las normativas locales y sus actos aplicativos, con 
las limitaciones apuntadas. Pero sin perjuicio de ello  
–que de por sí exigiría un análisis más detallado y pro-
fundo– tenemos que tener presente el impacto que 
supone la promulgación –prácticamente simultánea en 
el tiempo– de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de 
garantía de la unidad de mercado, que se aplica a todo 
tipo de actividades económicas (incluso a las excluidas 
de la Ley 17/2009, normativa que es también objeto 
de modificación en relación con la justificación de la 
necesidad de licencias y sus establecimientos físicos). 
Como principio básico se proclama que todos los ope-
radores económicos tendrán los mismos derechos en 
todo el territorio nacional y con respecto a todas las 
autoridades competentes, sin discriminación alguna 
por el lugar de residencia y establecimiento. Ninguna 
disposición de carácter general, actuación administra-
tiva o norma de calidad que se refiera al acceso o al 
ejercicio de actividades económicas podrá contener 
condiciones o requisitos que tengan como efecto, di-
recto o indirecto, la discriminación por razón de esta-
blecimiento o residencia del operador económico. La 
eficacia en el lugar de origen de los actos de interven-
ción de actividades y de establecimiento físico, tendrá 
vigencia en todo el territorio nacional, no pudiendo la 
autoridad local del lugar de destino imponer ningún 

trámite adicional. Únicamente el artículo 20.4 excep-
ciona del principio general de eficacia a las autorizacio-
nes, declaraciones responsables y comunicaciones vin-
culadas a la concreta instalación o infraestructura 
física. Sin embargo, en clara limitación a la autonomía 
municipal del lugar donde radica el establecimiento fí-
sico, “cuando el operador esté legalmente establecido 
en otro lugar del territorio, las autorizaciones o decla-
raciones responsables no podrán contemplar requisitos 
que no estén ligados específicamente a la instalación o 
infraestructura”. Tampoco se aplicará el principio de 
eficacia en los actos relacionados con la ocupación del 
dominio público, o cuando el número de operadores 
económicos en el lugar del territorio sea limitado en 
función de la existencia de servicios públicos sometidos 
a tarifas reguladas. A fin de controlar la eficacia de es-
tos principios de la nueva Ley, se configuran un Conse-
jo para la Unidad de Mercado y una nueva modalidad 
de recurso contencioso-administrativo.

6.2. Condicionamiento en el ejercicio de acti-
vidades económicas y reducción de las reser-
vadas a las entidades locales

A) Para el ejercicio de la iniciativa pública para el desa-
rrollo de actividades económicas por parte de las enti-
dades locales, se introducen en el artículo 86 LBRL im-
portantes modulaciones en relación con su redacción 
inicial, siendo la más notoria en el aspecto jurídi- 
co-formal la omisión de toda referencia al artículo 128.2 
de la Constitución (se reconoce la iniciativa pública en 
la actividad económica). Como límite sustantivo a la 
legitimidad de iniciativa se exige, en primer lugar, que 
siempre esté garantizado el cumplimiento del objetivo 
de estabilidad presupuestaria (equilibrio presupuesta-
rio) y de la sostenibilidad financiera del ejercicio de sus 
competencias13.

En el orden procedimental se exige la elaboración 
de un expediente acreditativo de la conveniencia y 
oportunidad de la medida, en que: a) Habrá de justifi-
carse “que la iniciativa no genera riesgo para la soste-
nibilidad financiera del conjunto de la Hacienda muni-
cipal” (en este punto se incurre en un manifiesto error 
de concordancia, ya que no solo los municipios, sino 
también otras entidades locales, pueden asumir estas 

13. Sobre un análisis muy clarificador de la distinción entre actividades y servicios: J. M. de la cuétara y F. J. villar rojas (dirs.), 
Introducción a los servicios locales. Tipos de prestaciones y modalidades de gestión, MAP, 1991.
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iniciativas –entre otras, la diputación provincial–, por lo 
que habrá que entender que el requisito se refiere a las 
distintas Haciendas de las entidades locales). b) Deberá 
incorporarse, además, “un análisis del mercado, relati-
vo a la oferta y a la demanda existente, a la rentabili-
dad y a los posibles efectos de la actividad local sobre 
la concurrencia empresarial”; con esta novedad intro-
ducida por la nueva redacción, prácticamente puede 
considerarse que se hace innecesario el apartado 2 del 
artículo 97 del texto refundido de las Disposiciones Le-
gales vigentes en materia de Régimen Local. c) Se atri-
buye al pleno de la respectiva corporación local la 
aprobación del expediente, que determinará “la forma 
concreta de gestión del servicio”; antes deberá some-
terse a exposición pública, por plazo no inferior a trein-
ta días naturales, la memoria [artículo 97.1.c) del texto 
refundido de las Disposiciones Legales vigentes en ma-
teria de Régimen Local].

Corresponderá al Pleno de la respectiva corporación 
la aprobación del expediente instruido al efecto, “que 
determinará la forma concreta de gestión del servicio” 
(artículo 86.1 LBRL). A tal efecto, el artículo 97 del texto 
refundido de las Disposiciones Legales vigentes en ma-
teria de Régimen Local especifica que, en la memoria 
que al efecto se instruya, “deberá determinarse la forma 
de gestión, entre las previstas por la Ley, y los casos en 
que debe cesar la prestación de la actividad”. Por ello 
entendemos que habrá de tenerse también en cuenta lo 
dispuesto sobre las formas de gestión directa en el nue-
vo artículo 85.2 LBRL, y, en su caso, el informe del inter-
ventor municipal sobre la sostenibilidad. 

B) Entre las novedades en orden a las actividades o 
servicios esenciales reservados en favor de las entidades 
locales (artículo 86.2), destaca en primer lugar la reduc-
ción de los supuestos susceptibles de dicha reserva o 
monopolio local respecto a la tipificación de la redac-
ción original de dicho precepto. En concreto, desapare-
cen en relación con la primitiva redacción de dicho artí-
culo de la LBRL los relativos a mataderos, mercados y 
lonjas centrales y suministro de gas y calefacción, y los 
“abastecimientos de aguas” quedan acotados a simple 
abastecimiento domiciliario de aguas. En todo caso se 
especifica significativamente que para los tres supues-
tos que siguen subsistiendo –“abastecimiento domici-
liario y depuración de aguas; recogida, tratamiento y 
aprovechamiento de residuos, y transporte público de 
viajeros”– deberá estarse a lo previsto en la legislación 
sectorial aplicable, comprensiva lógicamente tanto de 
la estatal como de la autonómica. No obstante esta re-
ducción de supuestos, se opera exclusivamente desde 

la perspectiva de la normativa básica regulada en la 
propia LBRL, por lo que se mantiene la previsión de que 
tanto el Estado como las comunidades autónomas –en 
el ámbito de sus respectivas competencias–, mediante 
Ley, podrán establecer idéntica reserva en el futuro para 
“otras actividades y servicios”.

La justificación de esta eliminación de supuestos 
susceptibles de reserva se expresa lacónicamente en el 
Preámbulo de la Ley con esta referencia: “se suprimen 
monopolios municipales que venían heredados del pa-
sado y que recaen sobre sectores económicos pujantes 
en la actualidad”. Con ello parece hacerse referencia 
especialmente a mataderos, mercados y lonjas centra-
les, máxime cuando desaparece además de los servi-
cios mínimos a partir de municipios de población supe-
rior a 5000 habitantes toda reseña a mercados (nueva 
redacción del artículo 26 de la LBRL). Ahora bien, como 
materia susceptible de competencia local, el nuevo ar-
tículo 25.2.i) sigue contemplando “Ferias, abastos, 
mercados, lonjas y comercio ambulante”, competen-
cias que deberá desarrollar de conformidad con la le-
gislación sectorial estatal y autonómica, y en el caso de 
creación de nuevos mercados mayoristas, minoristas y 
empresas mixtas, deberán gestionarse como una acti-
vidad o servicio en concurrencia con la iniciativa priva-
da, y observando los requisitos previstos en el apartado 
1 de la nueva redacción del artículo 86. 

Para la ejecución o implantación efectiva del régi-
men de monopolio, se introduce una modificación en 
el artículo 97.2 del Real Decreto Legislativo 781/1986, 
de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido 
de las Disposiciones Legales vigentes en materia de Ré-
gimen Local, consistente en requerir informe de la Au-
toridad de Competencia correspondiente (estatal o 
autonómica) en relación con la aprobación de la me-
moria del expediente que debe elaborarse respecto a la 
conveniencia del régimen de monopolio. Se sigue 
manteniendo que el acuerdo de la corporación local 
requerirá la aprobación del Pleno por mayoría absoluta 
del numero legal de sus miembros, y se elevará el ex-
pediente a la aprobación del órgano competente de la 
comunidad autónoma correspondiente, que deberá 
resolver en el plazo de tres meses, no computándose el 
tiempo invertido en la evacuación, si se hubiere solici-
tado, del informe del Consejo de Estado o del órgano 
consultivo autonómico. 

C) Una novedad significativa se incorpora en el 
apartado 3 del artículo 86 LBRL: “En todo caso, la Ad-
ministración del Estado podrá impugnar los actos y 
acuerdos previstos en este artículo” –es decir, tanto 
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para actividades concurrentes como reservadas– “con 
arreglo a lo dispuesto en el Capítulo III del Título V de 
esta Ley, cuando incumplan la legislación de estabili-
dad presupuestaria y sostenibilidad financiera”. En 
este Capítulo III sobre impugnación de actos y acuer-
dos y ejercicio de acciones, se otorga legitimación tan-
to al Estado como a las comunidades autónomas para 
impugnar ante la jurisdicción contencioso-administra-
tiva los actos locales por incompetencia o bien por in-
fracción del ordenamiento jurídico, a excepción de la 
legitimación exclusiva del Estado para los actos que 
atenten gravemente al interés general de España. Aho-
ra se incorpora un nuevo supuesto de legitimación ex-
clusiva en favor del Estado, que se erige en este caso 
en garante de la aplicación estricta de la legislación de 
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. 
Esta exclusividad es un tanto discutible si se refiere a 
ambos apartados del artículo 86, por cuanto: a) el in-
cumplimiento de la legislación de estabilidad presu-
puestaria y sostenibilidad financiera, a pesar de su ran-
go de ley orgánica, es una mera infracción a la legalidad 
y al ordenamiento jurídico, por lo cual también podrían 
estar legitimadas las comunidades autónomas, que, 
dentro de su ámbito competencial, también están con-
cernidas por dicha legislación de estabilidad presu-
puestaria; b) en orden a las actividades reservadas, la 
habilitación vendrá determinada por la Ley de reserva, 
por lo que la impugnación en el ámbito contencio- 
so-administrativo afectará solo al procedimiento y 
acuerdos administrativos de implantación de la activi-
dad reservada. Cuando esta habilitación derive de una 
Ley autonómica, parecería que la comunidad autóno-
ma también debería ostentar legitimación para fiscali-
zar el acuerdo y el procedimiento seguido por parte de 
la entidad local.

7. Revisiones en el régimen jurídico de los 
funcionarios de Administración local

7.1. Nuevos perfiles

Si existe una materia en la que el legislador pueda pro-
yectar, al menos formalmente, la contención del gasto, 
y en la que la racionalización de las estructuras del em-
pleo público sea más factible y de inmediata operativi-
dad, es, sin duda, en el campo de la función pública, y 

en especial por lo que afecta a su régimen retributivo. 
De ahí que la LRSAL haya introducido una serie de re-
visiones que, en algunos supuestos, son simples decla-
raciones muy genéricas que solo apuntan a ciertas ten-
dencias favorables a la articulación futura de un nuevo 
modelo de empleo público en torno a los funcionarios, 
frente al resto del personal de la Administración local, 
tal y como está configurado actualmente.

A) La Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico 
del Empleado Público14, derogó, según su disposición 
derogatoria única, letra e), el artículo 92 y el Capítulo III 
del Título VII (artículos 98 y 99) LBRL. Si bien los aparta-
dos 3 y 4 del artículo 92 hacían referencia a los funcio-
narios con habilitación nacional, por el contrario el apar-
tado 1 enunciaba las fuentes reguladoras de los 
funcionarios al servicio de la Administración local, en los 
siguientes términos: “Los funcionarios al servicio de la 
Administración local se rigen, en lo no dispuesto por 
esta Ley, por la legislación del Estado y de las Comunida-
des Autónomas en los términos del artículo 149.1.18.ª 
de la Constitución”. Esta derogación venía impuesta por 
lo regulado en el artículo 2.1 de la Ley 7/2007 (aplica-
ción del Estatuto Básico al personal funcionario y, en lo 
que proceda, al personal laboral de las Administraciones 
de las entidades locales), y más concretamente, según el 
artículo 3.1: “El personal funcionario de las Entidades 
Locales se rige por la legislación estatal que resulte de 
aplicación, de la que forma parte este Estatuto y por la 
legislación de las Comunidades Autónomas, con respe-
to a la autonomía local”. La LRSAL recupera el conteni-
do del artículo 92 con una nueva redacción de su apar-
tado 1, destinada también a la fijación de la relación de 
fuentes reguladoras de los funcionarios, con este nuevo 
texto: “Los funcionarios al servicio de la Administración 
local se rigen, en lo no dispuesto en esta Ley, por la Ley 
7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado 
Público, por la restante legislación del Estado en materia 
de función pública, así como por la legislación de las 
Comunidades Autónomas, en los términos del artículo 
149.1.18.ª de la Constitución”.

En definitiva, la nueva redacción, en el ámbito del 
bloque de la normativa estatal básica, viene a priorizar 
de nuevo el contenido de la LBRL, y en lo no previsto 
en la misma se aplicará el Estatuto Básico del Emplea-
do Público (norma también básica); después, la restan-
te legislación del Estado en materia de función pública, 
que podrá tener contenido básico o no; y finalmente la 

14. Sobre los problemas generales de la función pública, R. Parada vázQuez, Derecho Administrativo, vol. II, Organización y 
Empleo Público, Madrid, 2013.
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legislación de las comunidades autónomas. Obviamen-
te, el inciso “en los términos del artículo 149.1.18.ª de 
la Constitución”, salva las posibles contradicciones in-
terpretativas que pudieran derivarse de una redacción 
tan imprecisa y deficiente. Paradójicamente se omite, 
en esta relación de fuentes, la referencia a que deberá 
aplicarse “con respeto a la autonomía local”; máxime 
cuando no se deroga expresamente el artículo 3.1 del 
Estatuto Básico del Empleado Público, por lo cual se-
guirá debiéndose invocar o tener en cuenta dicho prin-
cipio a efectos interpretativos del nuevo artículo 92 
LBRL. Queda fuera de esta relación de fuentes el régi-
men retributivo de los funcionarios locales a la vista del 
nuevo artículo 75 bis.4, al que más adelante nos refe-
riremos.

En la redacción primitiva del apartado 2 del artículo 
92 LBRL se enumeraban una serie de “funciones públi-
cas”, descritas en términos objetivos, que se reserva-
ban exclusivamente al personal sujeto al “Estatuto fun-
cionarial”, para en el apartado 3 acotar unas “funciones 
públicas necesarias en todas las Corporaciones loca-
les”, que se identificaban con las de secretaría e inter-
vención, sin perjuicio de que la responsabilidad admi-
nistrativa de las funciones de contabilidad, tesorería y 
recaudación –en los supuestos que, con carácter ex-
cepcional, determine la legislación del Estado– podría 
ser atribuida a un miembro de la corporación o a un 
funcionario sin habilitación de carácter nacional. Como 
hemos apuntado, el Estatuto Básico del Empleado Pú-
blico de 2007 derogó este precepto. 

B) El nuevo artículo 92.2 LBRL introduce dos signifi-
cativas innovaciones. Se proclama que, “con carácter 
general”, los puestos de trabajo en la Administración 
local y sus organismos autónomos serán “desempeña-
dos por personal funcionario”. Esta declaración es ma-
nifiestamente insuficiente para suponer la innovación 
de un nuevo modelo de empleo público. Esta reserva 
se extiende incluso al personal directivo de diputacio-
nes, cabildos y consejos insulares (nuevo artículo 32 
bis), y coordinadores generales y directores generales 
de los municipios de gran población (artículo 130.3), 
que deberán ser seleccionados entre funcionarios de 
carrera del Estado, de las comunidades autónomas, de 
las entidades locales o con habilitación de carácter ge-
neral que pertenezcan a cuerpos o escalas clasificados 
en el subgrupo A.1. En el texto del artículo 130.3, se 
excepcionan de esta reserva los casos en que el Regla-
mento Orgánico Municipal permita, en atención a las 
características específicas de estos órganos directivos, 
que “su titular no reúna dicha condición de funciona-

rio”. Esta misma excepción se ha extendido al supues-
to de los directivos de las diputaciones, que no figura-
ba en el primitivo Proyecto de Ley de la LRSAL. Ahora 
bien, estas previsiones solo serán de aplicación cuando 
los nombramientos se produzcan después de la entra-
da en vigor de la Ley (disposiciones transitorias octava 
y novena). 

C) En el ámbito de los consorcios, el personal a su 
servicio podrá ser funcionario o laboral exclusivamente 
procedente de una reasignación de puestos de trabajo 
de las Administraciones participantes en el consorcio, 
su régimen jurídico será el de la Administración Pública 
de adscripción, y sus retribuciones no podrán superar 
en ningún caso las establecidas para puestos de traba-
jo equivalentes en aquella (disposición adicional vigési-
ma de la LRJ-PAC, incorporada precisamente por la 
disposición final segunda de la LRSAL). 

D) A los funcionarios de carrera al servicio de la Ad-
ministración local, se les reservan materias en base a 
dos criterios: i) ejercicio de “funciones que impliquen la 
participación directa o indirecta en el ejercicio de las 
potestades públicas o en la salvaguardia de los intere-
ses generales” (artículo 92.3 LBRL –trascripción del ar-
tículo 9.2 del Estatuto Básico del Empleado Público, si 
bien se sustituye salvaguardia de los “intereses genera-
les del Estado y de las Administraciones Públicas”, sim-
plemente, por “intereses generales”–); y ii) “Igualmen-
te son funciones públicas, cuyo cumplimiento queda 
reservado a funcionarios de carrera, las que impliquen 
ejercicio de autoridad, y en general, aquellas que en 
desarrollo de la presente Ley, se reserven a los funcio-
narios para la mejor garantía de la objetividad, impar-
cialidad e independencia en el ejercicio de la función”. 
En este orden de consideraciones, la nueva redacción 
recoge y unifica los criterios ya previstos en el Estatuto 
Básico del Empleado Público. Su completa implanta-
ción y operatividad, a la vista de la experiencia actual, 
presumiblemente será difícil.

7.2. Nuevo régimen jurídico de los funciona-
rios con habilitación de carácter nacional y 
medidas de reforzamiento de sus funciones 

A) Un estudio comparativo entre el nuevo artículo 92 
bis y la disposición adicional segunda de la Ley del Es-
tatuto Básico del Empleado Público, nos dará una idea 
cabal de las innovaciones que aporta el nuevo texto.

Mientras en este último texto las comunidades au-
tónomas gozaban de un protagonismo absorbente en 
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la regulación respecto a sistemas de acceso, carrera, 
provisión de puestos de trabajo y agrupación de fun-
cionarios; creación, clasificación y supresión de puestos 
de trabajo reservados a dichos funcionarios; convoca-
toria de la oferta de empleo para cubrir vacantes; y 
selección de dichos funcionarios y convocatoria de las 
pruebas selectivas, remitiendo al Ministerio de Admi-
nistraciones Públicas las convocatorias y la relación de 
funcionarios nombrados por las mismas, todas estas 
funciones pasan ahora a ser ejercidas en exclusiva por 
el Gobierno, que mediante real decreto regulará las es-
pecialidades de creación, clasificación y supresión de 
puestos reservados a dichos funcionarios, así como su 
régimen disciplinario y de situaciones administrativas; 
además el Estado, a través del Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas, conforme a las bases y 
programas aprobados reglamentariamente, procederá 
a la aprobación de la oferta de empleo público, selec-
ción, formación y habilitación (apartado 4).

Para la provisión de puestos de trabajo, en el Estatuto 
Básico del Empleado Público los concursos ordinario y 
unitario tenían como ámbito territorial el de la comuni-
dad autónoma, y en orden a los méritos se debían tener 
en cuenta los méritos generales, y los correspondientes 
al conocimiento de las especialidades de la organización 
territorial de cada comunidad autónoma y del derecho 
propio de la misma, el conocimiento de la lengua oficial 
en los términos previstos en la legislación autonómica, y 
los méritos específicos relacionados con las característi-
cas del puesto. En la nueva normativa, el apartado 6 de 
la nueva redacción atribuye al Gobierno la regulación, 
mediante real decreto, de las especialidades de la forma 
de provisión de puestos reservados a estos funcionarios, 
declarando que “En todo caso, el concurso será el siste-
ma normal de provisión de puestos de trabajo. El ámbito 
territorial de los concursos será de carácter estatal”. Y en 
orden a los méritos generales, de preceptiva valoración, 
se determinarán por la Administración del Estado, y su 
puntuación alcanzará un mínimo de 80 % del total posi-
ble conforme al baremo correspondiente; los méritos por 
especialidades de las comunidades autónomas se fijarán 
por cada una de ellas, y su puntuación podrá alcanzar un 
15 % del total posible; y los méritos correspondientes a 
las especialidades de las corporaciones locales se fijarán 
por cada una de ellas, y su puntuación alcanzará hasta 
un 5 % del total posible. Las convocatorias del concurso 
unitario se llevarán a cabo por la Administración del Es-
tado, y las del concurso ordinario, por las respectivas cor-
poraciones locales, conforme al modelo de convocatoria 
y bases comunes, remitiéndolas a las correspondientes 

comunidades autónomas para su publicación simultánea 
en los diarios oficiales. Un mayor protagonismo se otor-
ga a las comunidades autónomas, siempre de acuerdo 
con la normativa estatal, para los nombramientos provi-
sionales, comisiones de servicio, acumulaciones, y nom-
bramientos de personal interino y accidental.

En cuanto al régimen disciplinario, la Ley del Esta-
tuto Básico del Empleado Público se regulaba por lo 
dispuesto en cada comunidad autónoma, y la resolu-
ción de los expedientes disciplinarios correspondía a la 
Administración del Estado solo respecto a aquellos 
funcionarios que se encontrasen destinados en una 
comunidad distinta de aquella en la que se incoó el 
expediente. En el nuevo sistema, el régimen disciplina-
rio corresponderá fijarlo al Estado por real decreto, 
siendo órganos competentes (apartado 10) para in-
coar expedientes disciplinarios a los funcionarios de 
Administración local con habilitación de carácter na-
cional los órganos correspondientes de la corporación 
donde el funcionario hubiera cometido los hechos que 
se le imputan, cuando los mismos pudieran ser consti-
tutivos de falta leve; las comunidades autónomas res-
pecto a funcionarios de corporaciones locales en su 
ámbito territorial, salvo cuando los hechos denuncia-
dos pudieran ser constitutivos de faltas muy graves 
tipificadas en la normativa básica estatal, y el Ministe-
rio de Hacienda y Administraciones Públicas cuando 
los hechos denunciados pudieran ser constitutivos de 
faltas muy graves, también tipificadas en la normativa 
básica estatal; este mismo orden de competencias al-
canza al de imposición de las sanciones. A su vez, se 
establece que el órgano competente para acordar la 
incoación del expediente lo será para nombrar instruc-
tor, decretar o alzar la suspensión provisional, así 
como instruir diligencias previas antes de decidir sobre 
la incoación. A efectos de una mayor imparcialidad, se 
prevé que el instructor del expediente (se presume 
que para las faltas graves o muy graves) deberá ser un 
funcionario de carrera de los cuerpos o escalas del 
subgrupo A.1 de titulación, incluida la escala de fun-
cionarios con habilitación de carácter nacional, que 
cuenten con conocimientos en la materia a que se re-
fiera la infracción. Lógicamente, en cuanto a los cuer-
pos o escalas del subgrupo A.1, deberán prestar sus 
servicios en la comunidad autónoma respectiva o en la 
Administración del Estado, en función de la compe-
tencia para instruir y sancionar los hechos. Respecto a 
los funcionarios con habilitación de carácter nacional, 
parece que solo pueden pertenecer al ámbito territo-
rial de la comunidad autónoma. 
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Habrá que esperar a la futura regulación del régi-
men disciplinario de estos funcionarios para conocer el 
alcance de las tipificaciones de las faltas leves, para ca-
librar el alcance de su potestad disciplinaria en relación 
con dichos funcionarios, para calibrar el grado de pre-
sión que, en su caso, pueden ejercer sobre este perso-
nal. Análogamente, resulta un tanto desconcertante 
que el apartado 11 del artículo que comentamos se 
refiera a la sanción de “destitución”, que implicará 
solo la pérdida del puesto de trabajo, con prohibición 
de obtener destino en la misma corporación en que 
tuvo lugar la sanción, por plazo de tres a seis años, 
según la gravedad de la falta. Parece que deberá distin-
guirse entre destitución y separación del servicio de 
carácter firme [artículo 63.d) del Estatuto Básico del 
Empleado Público], pues en caso contrario sería un pri-
vilegio para un funcionario estatal que una sanción de 
tal gravedad permitiera seguir obteniendo puestos de 
trabajo en otras corporaciones locales.

B) En relación con el ámbito subjetivo de la fun-
ción de control interno, el nuevo artículo 213 TRLHL 
se extiende a la gestión económica de las entidades 
locales y a los organismos autónomos y sociedades 
mercantiles dependientes de aquellas. Desde el punto 
de vista objetivo, las modalidades de control interno 
se extienden a: función interventora; función de con-
trol financiero, incluida la auditoria –que constituye la 
novedad principal–; y función de control de la efica-
cia. Como expone Calvo del Castillo15, en el vigente 
TRLHL, salvo la función interventora, el resto de fun-
ciones apenas están desarrolladas normativa y técni-
camente, por lo que hasta ahora debía acudirse para 
su referencia a la legislación estatal presupuestaria. 
Posiblemente para colmar esta laguna, la nueva re-
dacción habilita al Ministerio de Hacienda y Adminis-
traciones Públicas para dictar normas sobre procedi-
mientos de control, metodología de aplicación, 
criterios de actuación, derechos y deberes del perso-
nal controlador y destinatarios de los informes de 
control que a tal efecto deberán seguirse y aplicarse. 
Al mismo tiempo, se impone a los órganos interven-
tores de las entidades locales que remitan anualmen-
te, a la Intervención General del Estado, un informe 
resumen de los resultados de los citados controles, en 
los plazos y con los contenidos que se regulan en las 
indicadas normas reglamentarias.

La función interventora de los expedientes de gasto 
y de ingresos constituye el núcleo básico de la función 
a desarrollar por los funcionarios con habilitación na-
cional de Intervención, y la que se presta a mayores 
conflictos con los órganos de gestión y con los órganos 
representativos, el Pleno y el presidente de la entidad 
local, lo que ha obligado a adoptar medidas específicas 
para la resolución de posibles discrepancias (artículo 
218 TRLHL), reforzando la posición de la Intervención 
en la resolución de las mismas frente al alcalde, aun 
cuando no se resuelve la cuestión cuando las discre-
pancias se plantean con el Pleno municipal. En algunos 
sectores –especialmente en el seno de la FEMP– se han 
puesto objeciones en torno al posible condicionamien-
to de los electos por el reforzamiento de las funciones 
de intervención, especialmente en lo que afecta al con-
trol de la eficacia de la gestión municipal; ello ha deter-
minado, por ejemplo, que en el nuevo artículo 85.2.A) 
se sustituyera la redacción del Proyecto de Ley que 
otorgaba a la Intervención una valoración sobre la efi-
cacia de los modos de gestión para la prestación de los 
servicios, por un simple informe sobre la sostenibilidad 
financiera de las propuestas de gestión.

Sin embargo, la posición del interventor se ha visto 
reforzada en la nueva Ley Orgánica 9/2013, de 20 de 
diciembre, de control de la deuda comercial en el sec-
tor público, en cuyo artículo 18.5 se habilita al inter-
ventor para realizar el seguimiento del cumplimiento 
del periodo medio de pago de las corporaciones loca-
les a los proveedores, de tal suerte que, si se supera en 
más de treinta días el plazo máximo previsto en la nor-
mativa de morosidad durante dos meses consecutivos, 
formulará una “comunicación de alerta” a la Adminis-
tración que tenga atribuida la tutela financiera de las 
corporaciones locales y a la Junta de Gobierno de la 
corporación local. 

7.3. Repercusiones en las retribuciones de 
los funcionarios y resto de personal de la Ad-
ministración local

Con carácter general, el artículo 75 bis, apartado 4, pro-
clama que las leyes anuales de Presupuestos Generales 
del Estado, en el marco de lo establecido en la Ley Orgá-
nica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuesta-

15. Vid. M. J. dominGo zaBallos (coord.), Comentarios a la Ley de Haciendas Locales, tomo II, 2.ª edición, Civitas, 2013; para 
un estudio completo de los controles, vid. A. Palomar olmeda y M. Garcés sanaGustín (dirs.), La gestión de los fondos públicos: 
control y responsabilidades, Aranzadi, 2013.

QDL_cast_34.indd   45 14/03/14   08:32



46
Cuadernos de Derecho Local (QDL)

ISSN: 1696-0955, núm. 34, febrero de 2014, pp. 21-48
Fundación Democracia y Gobierno Local

martín bassoLs coma

ria y Sostenibilidad Financiera, podrán establecer “un lí-
mite máximo y mínimo total que por todos los conceptos 
retributivos pueda percibir el personal al servicio de las 
Entidades Locales y entidades de ellas dependientes en 
función del grupo profesional de los funcionarios públi-
cos o equivalente del personal laboral, así como de otros 
factores que se puedan determinar en las Leyes de Pre-
supuestos Generales del Estado de cada año”. En esta 
limitación de conceptos retributivos se incluyen específi-
camente las retribuciones complementarias (artículo 
93.2 LBRL), que se atendrán, asimismo, a la estructura y 
criterios de valoración objetiva de las del resto de los 
funcionarios públicos. Su cuantía global será fijada por 
el Pleno de la Corporación dentro de los límites máxi-
mos y mínimos que se señalen por el Estado.

– El personal laboral de las corporaciones locales se 
contempla en el artículo 103 LBRL en orden a que su 
selección se llevará a cabo por la propia corporación, 
formulándose públicamente su oferta de empleo, y 
ajustándose a los criterios fijados en la normativa bási-
ca estatal (artículo 91 LBRL). La LRSAL incorpora en la 
LBRL un nuevo artículo 103 bis en materia de retribu-
ciones, que exige a las corporaciones locales aprobar 
anualmente la “masa salarial del personal laboral del 
sector público local respetando los límites y las condi-
ciones que se establezcan con carácter básico en la co-
rrespondiente Ley de Presupuestos Generales del Esta-
do”. Para el ejercicio presupuestario de 2014, el 
artículo 20.4 de la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado (Ley 22/2013, de 23 de diciembre) fija los con-
ceptos que integran la masa salarial del personal labo-
ral para todas las Administraciones Públicas (retribucio-
nes salariales y extrasalariales, y gastos de acción 
social), especificando que no podrán experimentar in-
crementos en relación con el ejercicio de 2013.

A estos efectos, por sector público local afectado 
deberán entenderse, además de la propia entidad lo-
cal, los organismos, entidades públicas empresariales y 
demás entes públicos y sociedades mercantiles locales 
dependientes de cada corporación, así como los con-
sorcios adscritos a la entidad local (en los términos de 
la disposición adicional vigésima de la LRJ-PAC) y las 
fundaciones con aportación mayoritaria, directa o indi-
recta, de las entidades del sector público local, o cuyo 
patrimonio fundacional, con carácter permanente, 
esté formado en más de un 50 % por bienes o dere-
chos aportados o cedidos por las referidas entidades 
del sector público. La masa salarial, una vez aprobada, 
deberá ser objeto de publicación en la sede electrónica 
de la corporación y en el boletín oficial de la provincia 

o, en su caso, de la comunidad autónoma uniprovin-
cial, en el plazo de veinte días.

– El personal eventual se rige por lo dispuesto en el 
artículo 104 LBRL (su número, características y retribu-
ciones serán determinados por el Pleno de cada corpo-
ración) y el artículo 12 del Estatuto Básico del Emplea-
do Público (Ley 7/2007), especificándose en este último 
precepto que “El número máximo se establecerá por 
los respectivos órganos de gobierno”, y en concreto 
que “Este número y las condiciones retributivas serán 
públicas”. La LRSAL introduce en la LBRL un nuevo ar-
tículo 104 bis en el que prescribe que las dotaciones de 
puestos de trabajo de personal eventual en los ayunta-
mientos deberán ajustarse a determinados límites y 
normas. Por lo que respecta a los límites cuantitativos, 
se formula una escala en relación con la población de 
los municipios, que comprende los siguientes tramos, 
que fueron objeto de modificación en el debate parla-
mentario. Así, en el Proyecto de Ley los municipios de 
población no superior a 5000 habitantes no podían 
disponer de dicho personal en sus plantillas; en la re-
dacción definitiva los comprendidos entre 2000 y 5000 
podrán excepcionalmente contar con un puesto de 
trabajo cuya cobertura corresponda a personal even-
tual “cuando no haya miembros de la corporación lo-
cal con dedicación exclusiva”; quedan excluidos total-
mente de esta dotación los municipios de población 
inferior a 2000 habitantes.

A continuación se estructuran varios tramos en los 
que el número de puestos de eventuales se fija en 
atención a la población: municipios con población su-
perior a 5000 y no superior a 10 000 habitantes (1 
puesto de eventual); entre 10 000 y 20 000 (2 pues-
tos); entre 20 000 y 50 000 (7 puestos); entre 50 000 
y 75 000 (el número de eventuales no podrá exceder 
de la mitad de los concejales); entre 75 000 y 500 000 
(no podrá exceder del número total de concejales);  
y, finalmente, municipios con población superior a  
500 000 habitantes (el número de eventuales no podrá 
ser superior al 0,7 % del número total “de puestos de 
trabajo de la plantilla de las respectivas Entidades Loca-
les, considerando, a estos efectos, los entes que ten-
gan la consideración de Administración pública en el 
marco del Sistema Europeo de Cuentas”). Para las di-
putaciones provinciales el número de puestos de traba-
jo de eventuales será el mismo del tramo del municipio 
más poblado de su provincia (para los cabildos y conse-
jos insulares durante el trámite parlamentario se incor-
poró un módulo especial de cálculo que no figuraba en 
el Proyecto de Ley). Ahora bien, a las entidades locales 
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que cumplan los objetivos de estabilidad presupuesta-
ria y deuda pública, y además cuyo periodo medio de 
pago a los proveedores no supere los 30 días de plazo 
máximo previsto en la normativa de morosidad, no se 
les aplicarán con carácter extraordinario dichos límites 
hasta el 30 de junio de 2015.

Por lo que respecta a normas de asignación funcio-
nal, el apartado 4 prescribe que siempre el personal 
eventual deberá asignarse a los servicios generales de 
las entidades locales en cuya plantilla aparezcan con-
signados, y solo excepcionalmente podrán asignarse a 
otros servicios o departamentos de la estructura propia 
de la entidad local, si así lo reflejara el Reglamento Or-
gánico de la corporación.

En materia de publicidad las corporaciones deberán 
publicar semestralmente (en la sede electrónica y el 
BOP) el número de puestos de trabajo reservados a 
personal eventual. Y además el presidente de la enti-
dad local informará al Pleno, trimestralmente, del cum-
plimiento de estas regulaciones.

En la disposición adicional duodécima, para las en-
tidades que conforman el sector público local (entes, 
consorcios, sociedades, organismos y fundaciones), las 
retribuciones a fijar en los contratos mercantiles o de 
alta dirección se clasifican en básicas (en función de las 
características de la entidad, y que incluyen la retribu-
ción mínima obligatoria asignada a cada máximo res-
ponsable, directivo o personal contratado) y comple-
mentarias (comprenden un complemento de puesto 
–que retribuirá las características específicas de las fun-
ciones o puestos directivos– y un complemento varia-
ble –que retribuirá la consecución de unos objetivos 
previamente establecidos–).

Dada la gran variedad de estas entidades del sector 
público, en atención a sus cometidos y a la población 
de los municipios de que dependen o a los que están 
adscritas, se dispone que el Pleno de cada corporación 
clasificará dichas entidades en tres grupos, en atención 
a unas determinadas características objetivas: “volu-
men o cifra de negocio, número de trabajadores, nece-
sidad o no de financiación pública, volumen de inver-
sión y características del sector en que desarrolla su 
actividad”.

La clasificación en alguno de estos tres grupos será 
determinante: a) para la fijación del número máximo 
de miembros del Consejo de Administración y de los 
organismos superiores de gobierno o administración 
de las entidades (15, 12 o 9 en los respectivos niveles); 
b) para la determinación de la estructura organizativa, 
con fijación del número mínimo o máximo de directi-

vos, así como la cuantía máxima de la retribución total, 
con determinación del porcentaje máximo de comple-
mento de puesto y variable. Aunque se admiten las 
retribuciones en especie, se especifica que computarán 
a efectos de cumplir los límites de la cuantía máxima 
de la retribución total. En cualquier caso debe subra-
yarse que la cuantía máxima de la retribución total no 
podrá superar en ningún caso “los límites fijados 
anualmente en la Ley de presupuestos generales del 
Estado”. Las retribuciones que perciban estos miem-
bros “se recogerán anualmente en la memoria de acti-
vidades de la entidad”. Además se determina que, con 
independencia de la publicidad legal, las entidades del 
sector público deberán difundir a través de su página 
web “la composición de sus órganos de administra-
ción, gestión, dirección y control, incluyendo los datos 
y experiencia profesional de sus miembros”.

Las entidades del sector público local deberán 
adaptar sus estatutos o normas de funcionamiento 
interno a lo previsto en esta Ley, en el plazo máximo 
de tres meses “contados desde la comunicación de la 
clasificación”; es decir, desde que el Pleno respectivo 
haya otorgado la clasificación dentro de alguno de los 
tres niveles. Paradójicamente, la LRSAL no impone 
ningún plazo para que las corporaciones locales 
adopten estas clasificaciones, si bien en el apartado 6 
de esta disposición se impone el plazo de dos meses 
“desde la entrada en vigor” de la Ley para que el con-
tenido de los contratos mercantiles o de alta direc-
ción, que se hayan celebrado con anterioridad a la 
entrada en vigor de la misma, se adapte a ella, con la 
específica prescripción de que esta adaptación “no 
podrá producir ningún incremento, en relación a su 
situación anterior”; el término “situación”, además 
de impreciso, resulta equívoco, pues tanto podría re-
ferirse a cada contrato individual como al conjunto de 
los contratos de esta naturaleza existentes en la res-
pectiva entidad. El desajuste temporal entre ambos 
procesos es manifiesto, pues difícilmente puede pro-
ducirse en términos de adecuación y racionalidad la 
adaptación de unos contratos, sin conocer previa-
mente la clasificación otorgada en el nivel correspon-
diente por la entidad local, pues es evidente que de la 
clasificación en niveles pueden producirse variaciones 
respecto al contrato primitivo.

Finalmente, con acierto, para evitar prácticas anó-
malas que en el pasado han tenido precedentes, el 
apartado 7.º de la disposición adicional duodécima de 
la LBRL determina que la extinción de estos contratos 
“no generará derecho alguno a integrarse en la estruc-
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tura de la Administración Local de la que dependa la 
entidad del sector público en la que se prestaban tales 
servicios”, con la salvedad de “fuera de los sistemas 
ordinarios de acceso”. Esta última salvedad cubre los 
supuestos de integración derivada de un reingreso en 
el servicio activo de un funcionario o contratado labo-
ral de la propia entidad, o bien a través de un proceso 
selectivo ordinario, pero no parece impedir que la inte-
gración pueda producirse en otra entidad o sociedad 
del sector público perteneciente a la misma entidad 
local. Esta saludable previsión debe entenderse como 
una prohibición permanente, y no simplemente duran-
te el espacio temporal de la clasificación y adaptación 
organizativa del respectivo sector público local, lo que, 
de una interpretación meramente exegética, podría 
deducirse a primera vista.

– Por ultimo, habrá que tener en cuenta que la no-
vedad del régimen retributivo de los miembros electos 
de las corporaciones locales escalonadas en función de 
sus habitantes, referido a las retribuciones de los secre-
tarios de Estado, plantea una problemática que no po-
demos abordar en la presente ocasión. Recientemente 
el Real Decreto-ley 1/2014, de 24 de enero, de reforma 
en materia de infraestructuras y transporte, y otras me-
didas económicas, que añade una disposición adicio-
nal nonagésima a la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2014, ha determinado el límite máximo total que pue-
den percibir los miembros de las corporaciones locales 
por todos los conceptos retributivos y asistencias, ex-
cluidos los trienios en caso de funcionarios de carrera 
que se encuentren en servicios especiales. ■
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